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1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 24 de setiembre de 1990. 
La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión ex- 
traordinaria, el próximo miércoles 26, a la hora 17, a fin de 
informarse de los asuntos entrados y considerar el siguiente. 


ORDEN DEL DIA 


Discusión general y particular del proyecto de ley por el 
que se aprueba la Convención sobre los Derechos del Niño. 


(Carp. N* 307/90 - Rep. N* 116/90) 


LOS SECRETARIOS”. 
2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Abadie, Arana, Araújo, 
Batalla, Belvisi, Bianchi, Blanco, Bouza, Brause, Cadenas 
Boix, Cassina, Cigliuti, de Fuentes, de la Sierra, Gargano, 
González Modernell, Irurtia, Korzeniak, Millor, Pereyra, 
Pérez, Raffo, Ricaldoni, Santoro, Silveira Zavala, Viera y 
Zumarán. 


FALTAN: con licencia, los señores senadores Abreu, 
Bruera, de Posadas Montero, Jude y Singlet, y con aviso, el 
señor senador Urioste. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta 
la sesión. 


(Es la hora 17 y 11 minutos) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 


(Se da de los siguientes:) 
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- En consideración. 


- Manifestaciones de varios señores senadores. 


- Aprobado. 
10) Convención sobre los Derechos del Niño. Su 
aprobación ....mcomocrroresmescsronoo eobdacinos coscsasocsconos 407 


- En consideración el proyecto. 
- Manifestaciones de varios señores senadores. 
- Aprobado. Se comunicará al Poder Ejecutivo. 
11) Se levanta la sesión .....oomonccoresmionocrncionroorsos . 43 
“Montevideo, 26 de setiembre de 1990. 


El Poder Ejecutivo remite Mensaje reiterando la solicitud 
de venia para exonerar de su cargo a un funcionario del Mi- 
nisterio de Educación y Cultura que fucra devuelta por resolu- 
ción de la Comisión Permanente de fecha 31 de octubre de 
1989, a fin de dar cumplimiento a lo preceptuado en el artícu- 
lo 7” inciso Cc) de la Ley N* 15.757. 


-A la Comisión de Asuntos Administrativos. 


El Poder Ejecutivo remite Mensajes por el que solicita ve- 
nia para exonerar de su cargo a un funcionario del Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


-A la Comisión de Asuntos Administrativos, 


El Poder Ejecutivo remite Mensajes por los que comunica 
la promulgación de los siguientes proyectos de ley: 


por el que se aprueba el Convenio de Cooperación en 
Materia de Seguridad Social entre la República y los Esta- 
dos Unidos Mexicanos. 


y por el que se amplía hasta el 31 de marzo de 1991, el 
plazo establecido por el artículo 3* de la Ley N” 15.821, de 
14 de agosto de 1986. 


-Ténganse presente y agréguense a sus antecedentes. 


El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca remite la 
información solicitada por el señor senador Alberto Brause, 
sobre la zafra de liebres. 


-A disposición del señor senador Alberto Brause. 


El Ministerio de Economía y Finanzas remite la informa- 
ción solicitada por el señor senador Carlos Julio Pereyra rela- 
cionada con los ascensos operados en la Dirección General de 
Casinos durante el año 1988, 


-A disposición del señor senador Carlos Julio Pereyra”. 
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4) INASISTENCIA DE LOS SEÑORES SENADORES A 
LAS SESIONES DEL SENADO Y A LAS DISTINTAS 
COMISIONES DEL CUERPO, (Artículo 50 del Regla- 
mento). 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta, de acuerdo con lo 
estipulado en el artículo 50 del Reglamento del Cuerpo, de la 
nómina de los inasistentes a las sesiones del Senado y de las 
distintas Comisiones. 


(Se da de la siguiente:) 


“a la sesión extraordinaria del Senado del día 19 de se- 
tiembre faltó con aviso el señor senador Hugo Batalla. 


a la sesión extraordinaria del Senado del día 20 de setiem- 
bre, faltaron con aviso los señores senadores Walter Belvi- 
si y Carlos Julio Pereyra. 


a la sesión extraordinaria del Senado del día 24 de sctiem- 
bre, faltaron con aviso los señores senadores Danilo Asto- 
ri, Walter Belvisi, Jaime Pérez, Juan Carlos Raffo y Jorge 
Silveira Zavala, y sin aviso los señores senadores José 
Germán Araújo y Alberto Zumarán. 


a la sesión de la Comisión de Transporte y Obras Públicas 
del día 19 de setiembre, faltó con aviso el señor senador 
Enrique Cadenas Boix. 
a la sesión de la Comisión de Asuntos Laborales y Seguri- 
dad Social del día 20 de setiembre faltaron con aviso los 
señores senadores Jorge Silveira Zavala y Jaime Pérez. 
y a la sesión de la Comisión de Asuntos Internacionales 
del día 24 de setiembre faltó con aviso el señor senador 
Alberto Zumarán”. 

5) EXPOSICION ESCRITA 


SEÑOR PRESIDENTE, - Dése cuenta de una solicitud de 
envío de exposición escrita llegada a la Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 

De conformidad con lo establecido en el artículo 166 del 
Reglamento los señores senadores Hugo Batalla y Carlos Cas- 
sina solicitan se curse una exposición escrita al Ministerio de 
Salud Pública, relacionada con cl Hospital de Castillos. 

-Se va a votar si se accede al trámite solicitado. 

(Se vota:) 


-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


(Texto de la exposición escrita:) 
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“Montevideo, 25 de setiembre de 1990, 


Señor Presidente de la Cámara de Senadores 
Dr. GONZALO AGUIRRE RAMIREZ 
Presente 


Señor Presidente: 


De conformidad con la facultad que nos confiere el artícu- 
lo 166 del Reglamento de la Cámara de Senadores, solicita- 
mos se curse al Ministerio de Salud Pública, la presente expo- 
sición escrita relacionada con el Hospital de Castillos. 


Ante el posible cierre del Block quirúrgico y Banco de 
Sangre del Centro Auxiliar de Castillos, expresamos: 


La actual planta física del Hospital cumple el próximo 20 
de octubre, 60 años. Salvo durante el gobierno de facto, desde 
sus comienzos se contó con block quirúrgico. Pero a partir del 
27 de junio de 1987, se revierte la situación y nuevamente se 
opera en el block. La población de Castillos, La Coronilla, 
Valizas, Aguas Dulces y zonas rurales aledañas, aún para ca- 
sos de cirugía menor, no deben trasladarse a Rocha distante 
60 kilómetros. 


Geográficamente Castillos (último censo: 7.000 habitan- 
tes) es equidistante de los polos de mayor población del de- 
partamento; capital Rocha y ciudad de Chuy-Brasil, al Norte 
hasta árca de influencia de Lascano, Pucblo San Luis, Pueblo 
Velázquez, al oeste y sur Pueblo 19 de Abril y Balneario La 
Paloma. 


Este Centro sirve a la seccional 4* la mayor del departa- 


«mento, a la 5* y a la 8* y parte del Balneario La Paloma, 


donde concurre gran cantidad de obreros residentes en esta 
ciudad. 


En Castillos está el personal básico que, si debiera trasla- 


* darse a Rocha, por ejemplo, originaría gastos extras y habría 


una superpoblación hospitalaria con el consiguiente recargo 
de tarcas de los funcionarios. 


Corresponde señalar que visitamos hace pocos días -con 
otros señores legisladores- la Ciudad de Castillos y su Hospi- 
tal y pudimos apreciar directamente los graves perjuicios que 
para su población y la de su amplia zona de influencia deriva- 
rían de la clausura de esos importantes Servicios. 


Los perjuicios enunciados se materializarían de concretar- 
se la clausura anunciada, lo que a nuestro juicio amcrita que 
el Ministerio competente revca inmediatamente la medida y 
disponga el mantenimiento en funciones del block quirúrgico 
y del Banco de Sangre del Centro Auxiliar de Castillos. 


Agradcciendo al Señor Presidente se sirva disponer la re- 
misión de esta exposición al Ministerio de Salud Pública, 
aprovechamos la oportunidad para saludarle con nuestra ma- 
yor consideración. 


Hugo Batalla, Carlos Cassina, Senadores”. 
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6) SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de una solicitud de 
* licencia llegada a la Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 


-El señor senador Manuel Singlct solicita licencia por el 
día de la fecha. 


-Léase. 
(Se lee:) 
“Montevideo, 26 de setiembre de 1990, 

Sr. Presidente del Senado 
Dr. Gonzalo Aguirre Ramírez 
Presente 

En la imposibilidad de concurrir a la sesión extraordinaria 
que se ha convocado, por tener que trasladarme al interior, 
solicito se me conceda licencia por el día de hoy. 

Le saluda muy atte., 


Manuel Singlet. Senador”, 


SEÑOR PRESIDENTE, - Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 
24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Dése cuenta de otra solicitud de licencia llegada a la 
Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 


-El señor senador José Korzeniak solicita licencia por el 
término de 31 días. 


-Léase, 
(Se lee:) 
“Montevidco, 26 de setiembre 1990. 

Señor Presidente del Senado 
Dr. Gonzalo Aguirre Ramírez 
Presente 
De mi mayor consideración: 

Me dirijo a Ud., para solicitar licencia por treinta y un 


días, a partir del próximo 1* de octubre, con motivo de tener 
que viajar al exterior. 
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Aprovecho la oportunidad para saludarlo muy atte. 
José Korzeniak. Senador”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 

-27 en 27, Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se convocará al suplente respectivo. 

PALACIO DE LAS COMISIONES DEL PODER LE- 


GISLATIVO. Diversos problemas relacionados con su 
entorno. 


7 


Na 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado entra al orden del día. 


SEÑOR ARANA. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ARANA. - Señor Presidente: solicito que el Sena- 
do declare urgente el tratamiento de una problemática que 
algunas sesiones atrás dio origen a un planteamiento de quien 
habla. Me refiero concretamente a la situación de las vivien- 
das que se encuentran ubicadas en las inmediaciones del Pala- 
cio Legislativo, 


Se trata de un conjunto de viviendas, arquitectónica y ur- 
banísticamente muy relevante, destinado sin embargo, en un 
plano original, a una demolición que juzgo -desde la óptica 
profesional- muy poco prudente. Además, este hecho origina 
graves problemas desde el punto de vista poblacional y huma- 
no porque algunas personas que entendían que el Poder Legis- 
lativo los había dado seguridad en cuanto a la posibilidad de 
permanecer en esas viviendas, enfrentan ahora las interven- 
ciones de las autoridades competentes con respecto a los desa- 
lojos y los lanzamientos correspondientes, Es más; en la tarde 
de hoy se hizo presente un alguacil para intimar cuatro desalo- 
jos de otras tantas familias, situación que se puede reiterar en 
las primeras horas del día de mañana. 


Creo que no es bueno para cl Poder Legislativo que la 
ciudadanía no vislumbre la sensibilidad de este Cuerpo -y, en 
general, de lodo el Parlamento- para con esta situación, sobre 
todo teniendo en cuenta -de acuerdo con algunas manifesta- 
ciones efectuadas a nivel público- que las soluciones para este 
problema pueden alcanzarse a través del Ministerio de Vi- 
vienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y del 
Banco Hipotecario del Uruguay. 


Insisto en que en este caso se plantea un problema pobla- 
cional, humano y social y que, por otra parte, también se 
presenta una situación patrimonial, artística, arquitectónica y 
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urbanística. Creo que estos dos aspectos deberían ser conside- 
rados a nivel del Poder Legislativo. 


Por las razones expuestas, solicito que el Cuerpo trate en 
carácter de urgente este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si el Senado me permite, quiero 
adelantar que soy sensible al planteamiento que ha formulado 
el señor senador Arana. En estos momentos, precisamente, 
algunos profesionales me están aguardando en antesala para 
hacerme un planteo relativo a una de esas gestiones de lanza- 
miento en curso en la tarde de hoy. 


Sin embargo, desde el punto de vista reglamentario, en- 
tiendo que no puede tratarse la solicitud formulada por el 
señor senador Arana porque no figura en el orden del día... 


(Interrupción del señor senador Raffo) 
-¿Me permite señor senador Raffo? 


Estoy haciendo uso de la palabra y voy a explicar por qué 
no se puede tratar este tema, a pesar de que usted exprese que 
sí se puede considerar. 


SEÑOR RAFFO. - No estoy diciendo eso, señor Presiden- 
te. Además, le pido que no interprete el movimiento de mis 
labros. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Pero yo escuché lo que dijo el 
señor senador; tengo muy buen oído. 


El tema no figura en el orden del día. Por otra parte, 
tampoco es una cuestión de orden. Podría tratarse por la vía 
de la declaración de urgencia, pero de acuerdo con el inciso $ 
del literal D) del artículo 66 del Reglamento, se requiere que 
el planteamiento se haga por escrito con la enunciación del 
tema acompañada de una breve exposición, lo que no ha suce- 
dido en este caso. 


Además, aunque así se hiciere, el tema no es de competen- 
cia del Senado sino de la Comisión Administrativa del Poder 
Legislativo, que es la que entiende en todo el tema de la obra 
del edificio anexo y la que dispuso, en sesión de julio de este 
año, la prosecución de las gestiones judiciales para hacer efec- 
tivos estos lanzamientos en virtud de planteos de la empresa 
constructora -Consorcio APL- con la que existe un contrato 
que, de incumplirse, generaría las responsabilidades consi- 
guientes para el Estado. 


De todas maneras, como la Presidencia es sensible a este 
planteamiento y entiende que en estos momentos se está dan- 
do esta problemática -como gustaba decir el ex senador Tour- 
né- con caracteres de urgencia y de angustia, se ha propuesto 
citar para el día de mañana -ya que tiene poderes para ello- a 
una sesión extraordinaria de la Comisión Administrativa del 
Poder Legislativo, a efectos de que trate el tema. Desde ya, 
invita al señor senador Arana a concurrir para que allí plantee 
su legítima inquietud en torno a esta situación. 
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SEÑOR ARANA, - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor Arana. 


SEÑOR ARANA. - Pido disculpas al Cuerpo por distraer 
su atención del tema que motiva esta reunión. 


De cualquier manera, atendiendo y compartiendo plena- 
mente la inquietud y la propuesta del señor Presidente del 
Cuerpo, solicito, dado que la situación planteada puede dar 
lugar a que se produzcan los lanzamientos de cuatro familias, 
que se realicen las gestiones pertinentes -incluso ante la Presi- 
dencia de la Cámara de Representantes- a fin de que, por lo 
menos, se otorgue una prórroga que podría hacerse efectiva a 
partir de las primeras horas del día de mañana. 


En consecuencia, reitero: creo que sería deseable que esto 
quede postergado para efectuar las consideraciones que en- * 
tiendo prudente en la Comisión de Asuntos Administrativos, a 
la que, desde luego, me comprometo asistir con muchísimo 
gusto. 


8) INASISTENCIA DE LOS SEÑORES SENADORES A 
LAS SESIONES DEL SENADO Y A LAS DISTINTAS 
COMISIONES DEL CUERPO, (Artículo 50 del Regla- 
mento). 


SEÑOR RAFFO. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RAFFO. - Cuando se dio lectura de los asuntos 
entrados, se dijo que quien habla habría faltado a la sesión del 
Senado correspondiente al día lunes 24 de este mes; sin em- 
bargo, debo aclarar que en esa oportunidad me encontraba 
presente en Sala, como varios señores senadores podrán atesti- 
guar. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Queda constancia de lo expresa- 
do por el señor senador Raffo. 


9) MULTIPLES PROFANACIONES DE TUMBAS OCU- 
RRIDAS EN EL CEMENTERIO JUDIO DE LA CIU- 
DAD DE LA PAZ. Proyecto de resolución. 


SEÑOR RICALDONI, - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI. - Ha sido entregado a cada miem- 
bro del Cuerpo un repartido con un proyecto de resolución. 
Solicito a la Mesa que se le dé lectura, y que luego se le 
considere. 
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SEÑOR PRESIDENTE, - En primer término, el señor se- 
nador debe solicitar la declaración de urgencia. 


SEÑOR RICALDON!I. - Solicito, pues, que dicho asunto 
sea declarado urgente, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la declaración de urgencia para considerar el 
asunto relacionado con las múltiples profanaciones de tumbas 
ocurridas en el cementerio judío de la ciudad de La Paz. 


(Se vota:) 
-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a tratar el asunto cuya 
urgencia se acaba de votar, relacionado con profanaciones de 
tumbas en el cementerio judío de La Paz, 


(Antecedentes:) 
“Montevideo, miércoles 26 de setiembre de 1990, 


Ante las múltiples profanaciones de tumbas ocurridas en el 
cementerio judío de la ciudad de La Paz, el SENADO 


RESUELVE 


1) Declarar su más enfático repudio a tales hechos, in- 
compatibles con los valores y sentimientos de la so- 
ciedad uruguaya. 


2) Señalar su preocupación por este grave atentado, fru- 
to de una actitud racista condenada por nuestras le- 
yes, y contraria a nuestras más caras tradiciones. 


Abadie, Aguirre Ramírez, Batalla, Belvisi, Blan- 
co, Cigliuti, Irurtia, Korzeniak, Millor, Raffo, 
Ricaldoni, Zumarán, Senadores”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En consideración. 
SEÑOR ARANA. - Pido la palabra, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ARANA. - Señor Presidente: quiero manifestar de 
una manera rotunda que me parece muy oportuno y de una 
extraordinaria sensibilidad lo que la ciudadanía uruguaya está 
sintiendo precisamente en el día de hoy. 


Este tipo de atentados, del que tuvimos noticia, revelador 
de mentalidades ajenas a la sensibilidad mayoritaria de nues- 
tro país, que nos retrotrae a épocas verdaderamente negras 
tanto a nivel internacional como regional y que está absoluta- 
mente reñido con los más profundos sentimientos democráli- 
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cos y populares, requiere de una manifestación colectiva 
como a la que adhieren acertadamente varios compañeros de 
este Cuerpo. 


Nada más, señor Presidente, 
SEÑOR VIERA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR VIERA. - Queremos adherir a esta declaración, 
repudiando estos hechos que realmente ofenden los sentimien- 
tos democráticos y las tradiciones del pueblo uruguayo. Al 
mismo tiempo, no podemos separar estos acontecimientos de 
otros que tienen lugar en la escena internacional, por ejemplo 
en la RFA, en Polonia y en algunos otros países, que interpre- 
tan la situación mundial para dar rienda suelta a sentimientos 
antidemocráticos y fascistas. 


También es cierto que hechos similares están ocurriendo, 
por ejemplo, en locales del Frente Amplio, que han sido obje- 
to de atentados tales como incendios. Creemos que la opinión 
pública debe manifestar su indignación ante hechos de esa 
naturaleza. 


Por lo expuesto, adhcrimos a esta declaración en forma 
fervorosa. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor, 


SEÑOR GARGANO. - Simplemente, quiero dejar cons- 
tancia de mi expresa solidaridad para con la propuesta realiza- 
da por varios compañeros del Cuerpo. Asimismo, deseo mani- 
festar, en nombre de mi sector político, el total repudio que 
nos merecen actos de esta naturaleza. Creemos que es bueno 
que el Cuerpo se pronuncie y que el Poder Ejecutivo actúe 
rápidamente para tratar de poner coto a estas actitudes que, tal 
como se ha visto, menudean en el mundo, más allá de los 
mayoritarios sentimientos democráticos de los pueblos. 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor Presidente: no quiero limitar- 
me a expresar solamente con mi voto el repudio al suceso que 
motiva la declaración realizada por algunos señores senado- 
res. A todos nos ha provocado estupor e indignación. 


La historia de este siglo ha recogido como uno de los 
episodios más oscuros la persecución racial protagonizada por 
el nazismo, que constituyó la hecatombe más grande que ha 
conocido la humanidad. No hubo muertos sólo en el campo de 
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batalla, sino que sectores inmensos de la población fueron 
exterminados por razones de intolerancia y de persecución 
racial. Realmente, teníamos derecho a pensar, pese a que de 
vez en cuando hechos como estos nos despiertan a la realidad, 
que semejantes aberraciones tendrían que haber desaparecido 
del pensamiento de los hombres. Su aparición esporádica en 
nuestro medio nos llena de indignación y nos obliga a expre- 
sar nuestro más enérgico repudio a toda forma de intolerancia, 
Naturalmente, en este caso, se trata de una intolerancia que 
recuerda períodos y sucesos tremendos que jalonan los más 
penosos del transcurrir de nuestro siglo. 


Nada más, señor Presidente. 
SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR CASSINA. - Señor Presidente: todos los miem- 
bros de este Cuerpo sentimos que estos hechos ocurridos en el 
cementerio de la Comunidad Israclita en La Paz no agreden 
sólo a un sector de la población sino también al país entero, a 
algunos valores esenciales de la sociedad uruguaya existentes 
desde su formación, desde la gesta artiguista, a la libertad de 
conciencia, al sentimiento de igualdad que esta sociedad ha 
cultivado entre todos sus integrantes y con sus semejantes cn 
el universo y también al sentimiento de paz. 


Por lo tanto, adherimos a esta declaración de repudio hacia 
estos hechos. Además, queremos expresar que nos sentimos 
«creo que es el sentimiento de todos los miembros del Senado- 
agredidos porque estas manifestaciones de intolerancia que 
confiábamos no se iban a reproducir en nuestro país, lamenta- 
blemente han tenido lugar. Creemos que estos acontecimien- 
tos deben ser rápidamente investigados a fin de climinarlos de 
raíz del seno de nuestra sociedad. El pueblo uruguayo, con los 
valores tradicionalmente democráticos que sosticne, no puede, 
no merece soportar un agravio de esta naturaleza. 


SEÑOR RAFFO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RAFFO. - Señor Presidente: en nombre de nues- 
tra bancada adhiero a la declaración que el Senado va a reali- 
zar -supongo que por unanimidad dentro de instantes- en 
cuanto a lo sucedido en el Cementerio Israclita de La Paz. 
Ello significa una agresión a las conciencias; es de lamentar 
que, de vez en cuando, en el seno de nuestra sociedad, que 
aspira a otro tipo de convivencia, estos hechos reaparezcan de 
tanto en tanto, denotando una mentalidad que no quiere ente- 
rrarse. Esto sucede a pesar de las lecciones que tuvimos en el 
pasado, que nos dieron el ejemplo que debemos alejarnos de 
esa tentación de lo que son esos extremismos que condujeron 
a la humanidad entera hacia episodios que quedaron grabados 
para siempre en la conciencia colectiva. Este rebrote expresa- 
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do de esta repudiable manera es, para nosotros, sinónimo de 
una mentalidad que debe ser condenada con la mayor energía 
a los efectos de que una reflexión colectiva nos lleve, a todos 
los integrantes de la sociedad uruguaya, a pensar que estos 
episodios nunca más deben repetirse, 


SEÑOR DE LA SIERRA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR DE LA SIERRA. - Señor Presidente: adhiero a las 
expresiones formuladas por los demás integrantes del Cuerpo 
en relación a este episodio desagradable y bochornoso que ha 
sufrido la democracia uruguaya. 


El señor senador Pereyra había hecho uso de la palabra 
anticipadamente por lo que me excluyo de referirme al tema. 
Asimismo, adhiero a la resolución que va a adoptar el Cuerpo 
sobre este episodio realmente desconcertante para toda la so- 
ciedad. 


SEÑOR PEREZ. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR PEREZ. - Señor Presidente: avalo todo lo que se 
ha dicho en el seno de este Cuerpo. Creo que este es un acto 
que hicre gravemente la sensibilidad democrática y tolerante 
de nuestra población. Cuando leemos noticias de hechos de 
esta naturaleza sucedidos en Francia y en otros países, pensa- 
mos que no se verían reflejados en nuestro país, 


Lamentablemente, estos hechos han generado una preocu- 
pación muy grande. Al respecto, no puedo descartar lo que ha 
publicado la prensa en el día de hoy, en el sentido de que las 
inscripciones lesivas fueron escritas en un alemán culto, lo 
que indica que no son actitudes irracionales, agresivas e incul- 
tas, sino que provienen de gente que ticne cultura con un 
retraso de más de cuarenta y cinco años y, por lo tanto, quie- 
ren retrotraernos a una época resuelta históricamente en un 
cuadro de enorme sacrificio y por la que la humanidad pagó 
un precio terrible, 


Por estas razones, comparto lo que se ha manifestado so- 
bre cl tema y, además, digo que no estamos entre los firman- 
tes de la iniciativa porque cuando ésta pasó por nuestra mesa, 
ya se encontraba en la Presidencia. De lodas maneras, la va- 
mos a votar, 


SEÑOR MILLOR. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR MILLOR. - Señor Presidente: de acuerdo a la 
tradición humanista de nuestro Partido y del país, adherimos a 
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esta declaración. Lo hacemos con asombro y dolor ya que 
estamos en una época en la que pensábamos que no iba a ser 
necesario este tipo de declaraciones. Pero también lo hacemos 
con alarma, 


Varios señores senadores se han referido a que estos he- 
chos vandálicos, nos retrotraen a un pasado que, según se 
mida, puede ser lejano o estar demasiado cerca. Digo con 
alarma que nos están introduciendo, lamentablemente, en un 
presente a destiempo porque lo que recogemos de los cables 
internacionales en el último año, está planteando en muchas 
partes del mundo, un rebrote trasnochado, a destiempo, de 
este demencialismo que consiste en considerar una raza infe- 
rior a otra. 


Para nosotros, esto es una copia burda e incomprensible de 
lo que está sucediendo en el mundo, Es mucho más incom- 
prensible en nuestra República, cuyo origen migratorio es in- 
negable y cuyo principal orgullo consiste en ir logrando, de a 
poco, edificar una identidad distinta partiendo de la base de 
identidades que son diferentes entre sí, 


Por esta razón, porque la humanidad ya ha pagado el pre- 
cio de no atender estas alucinaciones a tiempo, formulo cl 
planteamiento a los demás integrantes del Cuerpo si no sería 
oportuno en este momento, replantear un proyecto de ley so- 
bre discriminación racial, que se trató en la Legislatura pasa- 
da. El señor senador Batalla me acota que se aprobó en el 
Senado, pero me consta que no se aprobó en la Cámara de 
Representantes que yo integraba. En mi modesta opinión, se- 
ría conveniente replantear esta herramienta de trabajo -reitero- 
porque la humanidad ticne una nefasta experiencia por no 
atender estos demencialismos y por no saber enfrentarlos con 
decisión en su debido momento. 


SEÑOR RICALDON!. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI. - Señor Presidente: expresamente 
adhiero a lo manifestado por los demás integrantes del Cuerpo 
y, en especial, mi compañero de Partido, el señor senador 
Millor. 


Al respecto, no voy a comentar la declaración porque me 
comprenden las generales de la ley en cuanto he participado 
en su redacción y, además, figura mi firma junto con las de 
representates de todos los partidos políticos que integran este 


Cuerpo. 


Más allá de lo que puedan expresar las palabras, tenemos 
sentimientos de indignación y repugnancia al advertir que 
también en este país -con una fuerte tradición de respeto recí- 
proco por todas las ideas- se dan, aunque de vez en cuando, y 
por suerte ello es así, actitudes de una insanía que traspasa lo 
patológico e incluso, lo irracional. 
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Creo que el Senado hace bien en votar esta resolución y, 
tomando el final de las palabras del señor senador Millor, 
adelantaría como idea y como sugerencia a la Presidencia -no 
sé si reglamentariamente requiere una votación especial- se 
rescate del archivo correspondiente, el proyecto de ley que 
aprobó cl Senado en la Legislatura anterior. 


El señor senador Batalla me señala que tiene una duda. Yo 
pensaba que la Cámara de Representantes aún no la habría 
aprobado. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Creo que es ley. 


SEÑOR RICALDONI. - Me resta decir que tengo -y lo 
digo desde una banca de la oposición- absoluta confianza en 
el señor Ministro del Interior. Me consta de su preocupación 
por la averiguación de estos sucesos y advierto que se está 
realizando una intensa investigación a este respecto. 


Deseo -y con esto creo que también expreso el sentimiento 
de todos- que cuando se encuentren los culpables, y estoy 
seguro de que ello ocurrirá, la Justicia aplique una sanción 
justa. Porque fuere cual fuere el ordenamiento jurídico vigen- 
te, si es ya Ley el proyecto que votamos en la Legislatura 
pasada sobre discriminación racial, o aún sin ella, hay normas 
más que suficientes para que estos atentados sean investigados 
hasta sus últimas consecuencias, y tengan la más severa con- 
dena por parte de nuestras autoridades judiciales. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El proyecto de ley a que se 
hacía referencia fue, en definitiva, sancionado, y es hoy la 
Ley N* 16.048 que modificó el inciso primero del artículo 149 
del Código Penal, agregándose el artículo 149 bis y 149 ter, 
según la terminología empleada. Esta Ley es del 16 de junio 
del año pasado. 


SEÑOR BATALLA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR BATALLA. - Señor Presidente: hago mías todas 
las manifestaciones de repudio a los actos que se han mencio- 
nado en Sala, Asimismo, debo señalar que soy uno de los 
firmantes de la moción. 


Todos creíamos que estos hechos constituían una etapa 
superada en el país y que nunca más la íbamos a vivir. Evi- 
dentemente, siempre quedan mentes que siguen viviendo en el 
pasado. . 


Cuando el señor senador Millor planteó su preocupación 
en cuanto al destino que había tenido ese proyecto de ley, que 
nosotros impulsamos en el Senado y que nació en la Comisión 
de Constitución y Legislación, nos surgió la duda de si el 
mismo se había transformado en ley. Las palabras del señor 
Presidente del Senado confirmaron que había sido así. 
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Ante este episodio tan lamentable, pienso que todos debe- 
mos ratificar nuestra conducta, y esperamos que no se repita 
nuevamente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el proyecto de resolución. 


(Se vota:) 
-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD, 


10) CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DEL 
NIÑO. Su aprobación, 


SEÑOR PRESIDENTE, - Se pasa a considerar el asunto 
que figuraba en primer término del orden del día: “Proyecto 
de ley por el que se aprueba la Convención sobre los Dere- 
chos del Niño. (Carp. N* 307/90 - Rep. N* 116/90)”. 


(Anteccdentes:) 


“Carp. N* 307/90 
Rep. N* 116/90 
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La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha sancio- 
nado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo único. - Apruébase la Convención sobre los De- 
rechos del Niño, adoptada en la ciudad de Nueva York cl día 
6 de diciembre de 1989. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Mon- 
tevidco, a 19 de setiembre de 1990, 


Héctor Martín Sturla 
Horacio D. Catalurda Presidente 
Secretario 
Comisión de Asuntos 
Internacionales 
INFORME 


Señores Representantes: 


Vuestra Comisión aconseja la aprobación del adjunto pro- 
yecto de ley por el cual se ratifica la Convención Sobre los 
Derechos del Niño, adoptada en Nueva York, el 6 de diciem- 
bre de 1989. 


Desde sus orígenes, las Naciones Unidas han ido bregando 
por plasmar en normas concretas de Derecho Internacional 
aquellos principios que la comunidad internacional ha enten- 
dido como inherentes a la dignidad humana. 
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Entre cllas, merecen especial destaque las referidas al niño 
y a la manera de hacer efectivos esos derechos en el mundo 
contemporáneo. 


Esta Convención, precisamente, apunta a esos fines, con- 
sagrando una scrie de derechos, no sólo del niño, sino también 
de los padres y de la familia, en la medida que conforman el 
grupo y medio fundamental para el crecimiento y bienestar de 
aquél. Como contrapartida, establece diversas obligaciones 
para los Estados Partes, que tienden a asegurar su efectividad. 


Nada de esto resulta extraño a nuestro ordenamiento jurí- 
dico, siendo, por el contrario, desarrollo de claras normas 
constitucionales que tienen por objeto el reconocimiento y 
protección de la niñez, juventud y familia. 


La Convención hace hincapié en asegurar la superviven- 
cia, desarrollo, protección y participación del niño. De esta 
manera, ha optado por dejar de lado la clásica clasificación de 
los derechos en cinco categorías: civiles, políticos, económi- 
cos, sociales y culturales. De hecho, la Convención no hace 
distinción entre diversas categorías. Al agruparlos a todos en 
un solo instrumento, intenta demostrar su necesaria interde- 
pendencia y su naturaleza integrada, si se quiere brindar al 
niño la oportunidad de realizar todo su potencial. 


El criterio adoptado, permite establecer si determinadas 
normas y prácticas cumplen o no el objetivo de satisfacer las 
necesidades de los niños, 


En el artículo 1 se establece que debe entenderse por niño 
a los menores de dieciocho años excepto que las normas lega- 
les del país determinen otra edad inferior para alcanzar la 
mayoría de edad. 


Los Estados Parte deberán reconocer los derechos conteni- 
dos en la Convención y asegurar su aplicación a todo niño 
sujeto a su jurisdicción (artículo 2.1) a cuyos efectos se com- 
prometen a adoptar todas las medidas necesarias (artículos 2.2 


y 4. 
Los derechos del niño reconocidos son los siguientes: 
- Derecho a la vida (artículo 6.1). 


- Derccho a conocer a sus padres y a ser cuidados por 
ellos (artículo 7.1). 


- Derecho a un nombre y a la nacionalidad (artículo 7.1), 


- Derecho a preservar su identidad (artículo 8.1) y su in- 
timidad (artículo 16.1). 


- Derecho a no ser separado de sus padres contra la vo- 
luntad de éstos (artículo 9.1) y a estar en contacto per- 
sonal y directo con los mismos en forma regular (ar- 
tículos 9.1 y 9.3). 
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- Derecho a expresar su opinión (artículo 12.1) y a ser 
escuchado en todo procedimiento que le afecte (artícu- 
lo 12.2). 


- Derecho a la libertad de expresión (artículo 13). 


- Derecho a la libertad de pensamiento, conciencia y re- 
ligión (artículo 14). 


- Derecho a la asociación y reuniones pacíficas (artículo 
15). 


- Derecho a disfrutar del más alto nivel posible de salud 
(artículo 24). 


- Derecho a un nivel de vida adecuado (artículo 27). 


- Derecho a la educación en condiciones de igualdad de 
oportunidades (artículo 28.1 y 29). 


- Derecho al descanso, al esparcimiento y actividades re- 
creativas (artículo 31.1). 


- Derecho a participar en actividades culturales y artísti- 
cas (artículo 31.2). 


- Derecho al debido proceso (artículo 40). 


Los derechos y deberes de los padres u otras personas 
responsables del menor están reconocidos en los artículos 3.2, 
5, 9.1, 9.3, 18.1 y 27.2, 


Los padres tienen el derecho de impartirles dirección y 
orientación apropiadas (artículo 5), a cuidar a su hijo (artículo 
7.1), a no ser separados de su hijo (artículo 9.1), a tener 
relaciones personales y contacto directo con sus hijos (artículo 
9.3). 


Se establece, a su vez, la responsabilidad primordial 
que ambos padres tienen del desarrollo y la crianza del niño 
(artículo 18.1) y de proporcionar, dentro de sus posibilidades 
y medios económicos, las condiciones de vida necesarias para 
su desarrollo (artículo 27.2). 


Los Estados Partes se obligan -con relación a los padres- a 
brindarles la asistencia apropiada para el desempeño de sus 
funciones y a crear instituciones y servicios para el cuidado de 
los niños (artículos 18.2 y 18.3), como también a brindarle 
asistencia material y programas de apoyo que puedan reque- 
rirse (artículo 27,3), 


En un todo de acuerdo con los derechos reconocidos al 
niño y a los padres, la Convención reconoce también el dere- 
cho a la familia de estar reunida (artículo 10,1) a cuyos efec- 
tos los Estados Parte deberán facilitar el ingreso y salida de 
los miembros de la familia, como a proporcionarles informa- 
- ción sobre el paradero de los familiares (artículo 9.4) y a no 
separar al menor de sus padres (artículo 9.1). 
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En toda medida concerniente a los niños deberá atenderse 
primordialmente el interés superior del niño, criterio expresa- 
do en el artículo 3.1 y en el artículo 21. Los Estados Parte se 
obligan a adoptar todas las medidas necesarias para dar efecti- 
vidad a todos los derechos reconocidos (artículo 4). 


Igualmente los Estados Parte asumen obligaciones espect- 
ficas de protección y asistencia al niño privado de su medio 
familiar (artículo 20.1). 


Los sistemas de adopción que se establezcan deben aten- 
der al interés primordial del niño y disponer que sólo sea 
autorizada por autoridades competentes (artículo 21), De la 
misma forma, se asientan la asistencia al niño refugiado, cui- 
dados especiales al niño impedido mental y físicamente y 
apoyo a quienes lo cuiden, de modo que pueda disfrutar de 
una vida plena y decente acorde con su dignidad (artículos 22 
y 23). 


Por el artículo 24 se aseguran los servicios sanitarios y los 
de rehabilitación que le permitan disfrutar del más alto nivel 
de salud. 


El artículo 26 posibilita a los niños beneficiarse con la 
seguridad social, 


Contempla también esta Convención la protección del 
niño contra: 


a) El uso ilícito de estupefacientes y la utilización de ni- 
ños en la producción y el tráfico ilícito de los mismos 
(artículo 33). 


b) Toda forma de explotación y abuso sexual, e impide la 
explotación del niño en espectáculos o materiales por- 
nográficos (artículo 34). 


c) Venta o trata de niños (artículo 35). 
3) Toda otra forma de explotación. 


Velarán los Estados Parte para que ningún niño sea priva- 
do de su libertad, para que no se les haga, en lo posible, 
participar en conflictos armados para propender a la recupera- 
ción física y sicológica de todo niño afectado por problemas 
sociales (artículos 37 al 40). 


En lo atinente al artículo 38 párrafos 2 y 3, el Poder Ejecu- 
tivo ha manifestado su voluntad de formular, en oportunidad 
de efectuar el depósito del instrumento de ratificación, una 
declaración en la que teniendo en cuenta el ordenamiento 
jurídico uruguayo, se exprese que hubiera sido deseable se 
establecieran los dieciocho años como edad límite para la no 
participación directa en las hostilidades -en caso de conflicto 
armado- en lugar de los quince años fijados en la Convención. 


Finalmente, la Convención prevé la creación de un Comité 
de los Derechos del Niño y los mecanismos de su funciona- 
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miento, a fin de evaluar los progresos en las obligaciones 
contraídas por los Estados Partes en la misma. 


Por lo expuesto, y en consideración a la naturaleza de la 
Convención sometida a informe, vuestra Comisión recomien- 
da la aprobación del proyecto de ley remitido por el Poder 
Ejecutivo. 


Sala de la Comisión, 13 de julio de 1990. 


Juan Raúl Ferreira (Miembro Informante), Javier 
Barrios Anza, Yamandú Fau, Jorge Machiñena, A. 
Francisco Rodríguez Camusso, Juan Adolfo Singer. 


PODER EJECUTIVO 
Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio del Interior 
Ministerio de Defensa Nacional 
Ministerio de Educación y Cultura 
Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social 
Ministerio de Salud Pública 


Montevideo, 2 de mayo de 1990, 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo 
a fin de someter a su consideración el adjunto proyecto de ley, 
por el cual aprueba la Convención sobre los Derechos del 
Niño, adoptada en Nueva York, el 6 de diciembre de 1989. 


En la valoración progresiva de los principios inalienables 
del hombre, que a través de las Naciones Unidas se han ido 
plasmando en Acuerdos Internacionales, sobresalen los derc- 
chos del niño y la necesidad de la adopción de medidas que 
los hagan efectivos en el mundo contemporáneo. 


Los derechos, libertades y garantías a que se reficre este 
instrumento internacional constituyen -en el caso del Uru- 
guay- el desarrollo de las disposiciones consagradas en la 
Constitución de la República en materia de niñez, juventud y 
familia, las cuales son objeto de protección especial en el or- 
denamiento jurídico uruguayo. 


La Convención está estructurada en tres partes que reúnen 
cincuenta y cuatro artículos, los cuales desarrollan la proble- 
mática a tratar abarcando amplias áreas relacionadas con cl 
niño y su medio. 


En tal sentido, la Convención reconoce los derechos del 
niño, de los padres y de la familia, como también obligacio- 
nes de los Estados Partes hacia los mismos. 


En el artículo 1 se establece que debe entenderse por niño 
a los menores de dieciocho años excepto que las normas lega- 
les del país determinen otra edad inferior para alcanzar la ma- 
yoría de edad. 
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Los Estados Parte deberán reconocer los derechos conteni- 
dos en la Convención y asegurar su aplicación a todo niño 
sujeto a su jurisdicción (artículo 2,1) a cuyos efectos se com- 
prometen a adoptar todas las medidas necesarias (artículos 2,2 
y 4). 


Los derechos del niño reconocidos son los siguientes: 
- — derecho a la vida (artículo 6.1). 


- derecho a conocer a sus padres y a ser cuidados por 
ellos (artículo 7.1). 


- derecho a un nombre y a la nacionalidad (artículo 7.1). 


- derccho a preservar su identidad (artículo 8.1) y su 
intimidad (artículo 16.1). 


- derecho a no ser separado de sus padres contra la vo- 
luntad de éstos (artículo 9.1) y a estar en contacto per- 
sonal y directo con los mismos en forma regular (ar- 
tículos 9.1 y 9.3). 


- derecho a expresar su opinión (artículo 12.1) y a ser 
escuchado en todo procedimiento que le afecte (artícu- 
lo 12.2). 


- derecho a la libertad de expresión (artículo 13). 


- derecho a la libertad de pensamiento, conciencia y reli- 
gión (artículo 14). 


- derecho a la asociación y reuniones pacíficas (artículo 
15). 


- derecho a disfrutar del más alto nivel posible de salud 
(artículo 24). 


- derecho a un nivel de vida adecuado (artículo 27), 


- derecho a la educación en condiciones de igualdad de 
oportunidades (artículos 28.1 y 29). 


- derecho al descanso, al esparcimiento y actividades re- 
creativas (artículo 31.1). 


- derecho a participar en actividades culturales y artísti- 
cas (artículo 31.2). 


- derecho al debido proceso (artículo 40). 


Los derechos y deberes de los padres u otras personas 
responsables del menor, están reconocidos en los artículos 
3,2, 5, 9.1, 9.3, 18,1 y 27.2. 


Los padres tienen el derecho de impartirles dirección y 
orientación apropiadas (artículo 5), a cuidar a su hijo (artículo 
7.1), a no ser separados de su hijo (artículo 9,1), a tener 
relaciones personales y contacto directo con sus hijos (artículo 
9.3). 


410 -E.S. 


Se establece a su vez, la responsabilidad primordial 
que ambos padres tienen del desarrollo y la crianza del niño 
(artículo 18.1) y de proporcionar, dentro de sus posibilidades 
y medios económicos, las condiciones de vida necesarias para 
su desarrollo (artículo 27.2). 


Los Estados Parte se obligan -con relación a los padres- a 
brindarles la asistencia apropiada para el desempeño de sus 
funciones y a crear instituciones y servicios para el cuidado de 
los niños (artículos 13.2 y 18,3), como también a brindarles 
asistencia material y programas de apoyo que puedan reque- 
rirse (artículo 27.3), 


En un todo de acuerdo con los derechos reconocidos al 
niño y a los padres, la Convención reconoce también el dere- 
cho a la familia de estar reunida (artículo 10.1), a cuyos efec- 
tos los Estados Parte deberán facilitar el ingreso y salida de 
los miembros de la familia, como a proporcionarles informa- 
ción sobre el paradero de los familiares (artículo 9.4) y a no 
separar al menor de sus padres (artículo 9,1), 


En toda medida concerniente a los niños deberá atenderse 
primordialmente el interés superior del niño, criterio expresa- 
do en el artículo 3.1 y en el artículo 21. Los Estados Parte se 
obligan a adoptar todas las medidas necesarias para dar efecti- 
vidad a todos los derechos reconocidos (artículo 4). 


Igualmente los Estados Parte asumen obligaciones especí- 
ficas de protección y asistencia al niño privado de su medio 
familiar (artículo 20.1). 


Los sistemas de adopción que se establezcan deben aten- 
der al interés primordial del niño y disponer que sólo sea 
autorizada por autoridades competentes (artículo 21). De la 
misma forma, se asientan la asistencia al niño refugiado, cui- 
dados especiales al niño impedido mental y físicamente y 
apoyo a quienes lo cuiden, de modo que pueda disfrutar de 
una vida plena y decente acorde con su dignidad (artículos 22 
y 23). 


Por el artículo 24 se ascguran los servicios sanitarios y los 
de rehabilitación que le permitan disfrutar del más alto nivel 
de salud. 


El artículo 26 posibilita a los niños beneficiarse con la 
seguridad social. 


Contempla también esta Convención la protección del 
nifío contra: 


a) el uso ilícito de estupefacientes (artículo 33); 

b) toda forma de explotación y abuso sexual, e impide la 
explotación del niño en espectáculos o materiales por- 
nográficos (artículo 34); 


c) venta o trata de niños (artículo 35); 


d) toda otra forma de explotación (artículo 36). 
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Velarán los Estados Parte para que ningún niño sea priva- 
do de su libertad, para que no se les haga, en lo posible, 
participar en conflictos armados, para propender a la recupe- 
ración física y psicológica de todo niño afectado por proble- 
mas sociales (artículos 37 al 40). 


En lo atinente al artículo 38 párrafos 2 y 3, es intención 
del Poder Ejecutivo formular en oportunidad de efectuar el 


depósito del instrumento de ratificación, una declaración en la 


que, teniendo en cuenta el ordenamiento jurídico uruguayo, se 
exprese que hubiera sido deseable se establecieran los 18 años 
como edad límite para la no participación directa en las hosti- 
lidades -en caso de conflicto armado- en lugar de los 15 años 
fijados en la Convención. 


Finalmente, la Convención prevé la creación de un Comité 
de los Derechos del Niño y los mecanismos de su funciona- 
miento, a fin de evaluar los progresos en las obligaciones 
contraídas por los Estados Parte en la misma. 


Por lo expuesto, dada la relevancia de la Convención de 
los Derechos del Niño, es que el Poder Ejecutivo expresa la 
conveniencia de que la República se vincule a un instrumento 
de estas características, concordante con la filosofía tradicio- 
nal de la República en la materia, objeto de esta Convención. 


Reitera al señor Presidente de la Asamblea General las 
seguridades de su más alta consideración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera PRESIDENTE DE LA 
REPUBLICA, Héctor Gros Espiell, Juan Andrés 
Ramírez, Mariano Brito, Guillermo García Costa, 
Carlos Cat, Alfredo Solari. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1*, - Apruébase la Convención sobre los Derc- 
chos del Niño, adoptada en la ciudad de Nueva York, el día 6 
de diciembre de 1989. 


Art. 22, - Comuníquese, etc. 
Montevideo, 2 de mayo de 1990. 


Héctor Gros Espiell, Juan Andrés Ramirez, Ma- 
riano Brito, Guillermo García Costa, Carlos Cat, 
Alfredo Solari. 


TEXTO DE LA CONVENCION 
PREAMBULO 
Los Estados Parte en la presente Convención, 


Considerando que, de conformidad con los principios 
proclamados en la Carta de las Naciones Unidas, la libertad, 
la justicia y la paz en el mundo se basan en el reconocimiento 
de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inaliena- 
bles de todos los miembros de la familia humana, 
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Teniendo presente que los pueblos de las Naciones Uni- 
das han reafirmado en la Carta su fe en los derechos funda- 
mentales del hombre y en la dignidad y el valor de la persona 
humana, y que han decidido promover el progreso social y 
elevar el nivel de vida dentro de un concepto más amplio de 
la libertad, 


Reconociendo que las Naciones Unidas han proclamado y 
acordado en la Declaración Universal de Derechos Humanos 
y en los pactos internacionales de derechos humanos, que toda 
persona tiene todos los derechos y libertades enunciados en 
ellos, sin distinción alguna, por motivos de raza, color, sexo, 
idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen na- 
cional o social, posición económica, nacimiento o cualquier 
otra condición, 


Recordando que en la Declaración Universal de Derechos 
Humanos las Naciones Unidas proclamaron que la infancia 
tiene derecho a cuidados y asistencia especiales, 


Convencidos de que la familia, como grupo fundamental 
de la sociedad y medio natural para el crecimiento y el bie- 
nestar de todos sus miembros, y en particular de los niños, 
debe recibir la protección y asistencia necesarias para poder 
asumir plenamente sus responsabilidades dentro de la comuni- 
dad, 


Reconociendo que el niño, para el pleno y armonioso de- 
sarrollo de su personalidad, debe crecer en el seno de la fami- 
lia, en un ambiente de felicidad, amor y comprensión, 


Considerando que el niño debe estar plenamente prepara- 
do para una vida independiente en sociedad y ser educado en 
el espíritu de los ideales proclamados en la Carta de las Na- 
ciones Unidas y, en particular, en un espíritu de paz, dignidad, 
tolerancia, libertad, igualdad y solidaridad, 


Teniendo presente que la necesidad de proporcionar al 
niño una protección especial ha sido enunciada en la Declara- 
ción de Ginebra de 1924 sobre los Derechos del Niño y en la 
Declaración de los Derechos del Niño adoptada por la Asam- 
blea General el 20 de noviembre de 1959, y reconocida en la 
Declaración Universal de Derechos Humanos, en el Pacto In- 
ternacional de Derechos Civiles y Políticos (en particular, en 
los artículos 23 y 24), en el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (en particular, en el artícu- 
lo 10) y en los estatutos e instrumentos pertinentes de los 
organismos especializados y de las organizaciones internacio- 
nales que se interesan en el bienestar del niño, 


Teniendo presente que, como se indica en la Declaración 
de los Derechos del Niño, “el niño, por su falta de madurez 
física y mental, necesita protección y cuidado especiales, in- 
cluso la debida protección legal, tanto antes como después del 
nacimiento”, 


Recordando lo dispuesto en la Declaración sobre los prin- 
cipios sociales y jurídicos relativos a la protección y el bienes- 
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tar de los niños, con particular referencia a la adopción y la 
colocación en hogares de guarda, en los planos nacional e 
internacional; las Reglas mínimas de las Naciones Unidas 
para la administración de la justicia de menores (Reglas de 
Beijing); y la Declaración sobre la protección de la mujer y el 
niño en estados de emergencia o de conflicto armado, 


Reconociendo que en todos los países del mundo hay ni- 
flos que viven en condiciones excepcionalmente difíciles y 
que esos niños necesitan especial consideración, 


Teniendo debidamente en cuenta la importancia de las 
tradiciones y los valores culturales de cada pueblo para la 
protección y el desarrollo armonioso del niño, 


Reconociendo la importancia de la cooperación interna- 
cional para el mejoramiento de las condiciones de vida de los 
niños en todos los países, en particular en los países en desa- 
rrollo, 


Han convenido en lo siguiente: 
PARTE I 
Artículo 1 


Para los efectos de la presente Convención, se entiende 
por niño todo ser humano menor de dieciocho años de edad, 
salvo que, en virtud de la ley que le sea aplicable, haya alcan- 
zado antes la mayoría de edad. 


Artículo 2 


1. Los Estados Partes respetarán los derechos enunciados 
en la presente Convención y asegurarán su aplicación a 
cada niño sujeto a su jurisdicción, sin distinción algu- 
na, independientemente de la raza, el color, el sexo, el 
idioma, la religión, la opinión política o de otra índole, 
el origen nacional, éimico o social, la posición econó- 
mica, los impedimentos físicos, el nacimiento o cual- 
quier otra condición del niño, de sus padres o de sus 
representantes legales. 


2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropia- 
das para garantizar que el niño se vea protegido contra 
toda forma de discriminación o castigo por causa de la 
condición, las actividades, las opiniones expresadas o 
las creencias de sus padres, o sus tutores o de sus fami- 
liares, 


Artículo 3 


1. En todas las medidas concernientes a los niños que to- 
men las instituciones públicas o privadas de bienestar 
social, los tribunales, las autoridades administrativas O 
los órganos legislativos, una consideración primordial 
a que se atenderá será el interés superior del niño. 
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2. Los Estados Partes se comprometen a asegurar al niño 
la protección y el cuidado que sean necesarios para su 
bienestar, teniendo en cuenta los derechos y deberes de 
sus padres, tutores u otras personas responsables de él 
ante la ley y, con ese fin, tomarán todas las medidas 
legislativas y administrativas adecuadas. 


3. Los Estados Partes se asegurarán de que las institucio- 
nes, servicios y establecimientos encargados del cuida- 
do o la protección de los niños cumplan las normas 
establecidas por las autoridades competentes, espccial- 
mente en materia de seguridad, sanidad, número y 
competencia de su personal, así como en relación con 
la existencia de una supervisión adecuada. 


Artículo 4 


Los Estados Partes adoptarán todas las medidas adminis- 
trativas, legislativas y de otra índole para dar efectividad a los 
derechos reconocidos en la presente Convención. En lo que 
respecta a los derechos económicos, sociales y culturales, los 
Estados Partes adoptarán esas medidas hasta el máximo de los 
recursos de que dispongan y, cuando sca necesario, dentro del 
marco de la cooperación internacional, 


Artículo 5 


Los Estados Partes respetarán las responsabilidades, los 
derechos y los deberes de los padres o, en su caso, de los 
miembros de la familia ampliada o de la comunidad, según 
establezca la costumbre local, de los tutores u otras personas 
encargadas legalmente del niño de impartirle, en consonancia 
con la evolución de sus facultades, dirección y orientación 
apropiadas para que el niño ejerza los derechos reconocidos 
en la presente Convención. 


Artículo 6 


1. Los Estados Partes reconocen que todo niño tiene el 
derecho intrínseco a la vida. 


2. Los Estados Partes garantizarán en la máxima medida 
posible la supervivencia y el desarrollo del niño. 


Artículo 7 


1. El niño será inscripto inmediatamente después de su 
nacimiento y tendrá derecho desde que nace a un nom- 
bre, a adquirir una nacionalidad y, en la medida de lo 
posible, a conocer a sus padres y a ser cuidado por 
ellos. 


2. Los Estados Partes velarán por la aplicación de estos 
derechos de conformidad con su legislación nacional y 
las obligaciones que hayan contraído en virtud de los 
instrumentos internacionales pertinentes en esta esfera, 
sobre todo cuando el niño resultara de otro modo apá- 
trida. 
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Artículo 8 


1. Los Estados Partes se comprometen a respetar el dere- 


cho del niñó a preservar su identidad, incluidos la na- 
cionalidad, el nombre y las relaciones familiares de 
conformidad con la ley sin injerencias ilícitas. 


. Cuando un niño sea privado ilegalmente de algunos de 


los clementos de su identidad o de todos ellos, los 
Estados Partes deberán prestar la asistencia y protec- 
ción apropiadas con miras a restablecer rápidamente su 
identidad. 


Artículo 9 


. Los Estados Partes velarán por que el niño no sea sepa- 


rado de sus padres contra la voluntad de éstos, excepto 
cuando, a reserva de revisión judicial, las autoridades 
competentes determinen, de conformidad con la ley y 
los procedimientos aplicables, que tal separación es 
necesaria en el interés superior del niño. Tal determi- 
nación puede ser necesaria en casos particulares, por 
ejemplo, en los casos en que el niño sea objeto de 
maltrato o descuido por parte de sus padres o cuando 
éstos viven separados y debe adoptarse una decisión 
acerca del lugar de residencia del niño. 


. En cualquier procedimiento entablado de conformidad 


con cel párrafo 1 del presente artículo, se ofrecerá a 
todas las partes interesadas la oportunidad de participar 
en él y de dar a conocer sus opiniones. 


. Los Estados Partes respetarán el derecho del niño que 


esté separado de uno o de ambos padres a mantener 
relaciones personales y contacto directo con ambos pa- 
drcs de modo regular, salvo si ello es contrario al inte- 
rés superior del niño, 


. Cuando cesa separación sea resultado de una medida 


adoptada por un Estado Parte, como la detención, el 
encarcelamiento, el exilio, la deportación o la mucrte 
(incluido el fallecimiento debido a cualquier causa 
mientras la persona esté bajo la custodia del Estado) de 
uno de los padres del niño, o de ambos, o del niño, el 
Estado Parte proporcionará, cuando se le pida, a los 
padres, al niño o, si procede, a otro familiar, informa- 
ción básica acerca del paradero del familiar o familia- 
res ausentes, a no ser que ello resultase perjudicial para 
cl bienestar del niño. Los Estados Partes se cerciorarán, 
además, de que la presentación de tal petición no entra- 
ñe por sí misma consecuencias desfavorables para la 
persona o personas interesadas. 


Artículo 10 


. De conformidad con la obligación que incumbe a los 


Estados Partes a tenor de lo dispuesto en el párrafo 1 
del artículo 9, toda solicitud hecha por un niño o por 
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medio de un representante o de un órgano apropiado, 
en consonancia con las normas de procedimiento de la 
ley nacional. 


Artículo 13 
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sus padres para entrar en un Estado Parte o para salir a) Para el respeto de los derechos o la reputación de los 
de él a los efectos de la reunión de la familia será demás; o 
atendida por los Estados Partes de manera positiva, 
humanitaria y expeditiva. Los Estados Partes garantiza- b) Para la protección de la seguridad nacional o el orden 
rán, además, que la presentación de tal petición no público o para proteger la salud o la moral públicas. 
traerá consecuencias desfavorables para los peticiona- 
rios ni para sus familiares. Artículo 14 
. El niño cuyos padres residan en Estados diferentes ten- 1. Los Estados Partes respetarán el derecho del niño a la 
drá derecho a mantener periódicamente, salvo en cir- libertad de pensamiento, de conciencia y de religión. 
cunstancias excepcionales, relaciones personales y con- 
tactos directos con ambos padres. Con tal fin, y de 2. Los Estados Partes respetarán los derechos y deberes 
conformidad con la obligación asumida por los Estados de los padres y, en su caso, de los representantes lega- 
Partes en virtud del párrafo 2 del artículo 9, los Estados les, de guiar al niño en el ejercicio de su derecho de 
Partes respetarán el derecho del niño y de sus padres a modo conforme a la evolución de sus facultades. 
salir de cualquicr país, incluido el propio, y de entrar 
en su propio país. El derecho de salir de cualquier país 3. La libertad de profesar la propia religión o las propias 
estará sujeto solamente a las restricciones estipuladas creencias estará sujeta únicamente a las limitaciones 
por ley y que sean necesarias para proteger la seguri- prescritas por la ley que sean necesarias para proteger 
dad nacional, el orden público, la salud o la moral la seguridad, el orden, la moral o la salud públicos o 
públicas o los derechos y libertades de otras personas y los derechos y libertades fundamentales de los demás. 
que estén en consonancia con los demás derechos reco- 
nocidos por la presente Convención. Artículo 15 
ArUCUlO:I 1. Los Estados Partes reconocen los derechos del niño a 
. Los Estados Partes adoptarán medidas para luchar con- la libertad de asociación y a la libertad de celebrar reu- 
tra los traslados ilícitos de niños al extranjero y la rc- niones pacíficas. 
tención ilícita de niños en cl extranjero. 
2. No se impondrán restricciones al ejercicio de estos de- 
. Para este fin, los Estados Partes promoverán la concer- rechos distintas de las establecidas de conformidad con 
tación de acuerdos bilaterales o multilaterales o la ad- la ley y que sean necesarias en una sociedad democrá- 
hesión a acuerdos existentes. tica, en interés de la seguridad nacional o pública, el 
, orden público, la protección de la salud y la moral 
Artículo 12 públicas o la protección de los derechos y libertades de 
. Los Estados Partes garantizarán al niño que esté en los demás. 
condiciones de fomarse un juicio propio el derecho de p 
expresar su opinión libremente en todos los asuntos Artículo 16 
que afectan al niño, teniéndose debidamente en cuenta , y , o a 7 . 
las opiniones del niño, en función de la edad y madu- 1. Ningún niño será objeto de injerencias arbitrarias o ile- 
rez del niño. gales en su vida privada, su familia, su domicilio o su 
correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra y a 
. Con tal fin, se dará en particular al niño oportunidad de su reputación, 
ser escuchado en todo procedimiento judicial o admi- 
nistrativo que afecte al niño, ya sea directamente o por 2. El niño tiene derecho a la protección de la ley contra 


esas injerencias o ataques. 


Artículo 17 


Los Estados Partes reconocen la importante función que 


desempeñan los medios de comunicación y velarán por que el 
niño tenga acceso a información y material procedentes de 
diversas fuentes nacionales e internacionales, en especial la 
información y el material que tengan por finalidad promover 
su bienestar social, espiritual y moral y su salud física y men- 
tal. Con tal objeto, los Estados Partes: 


1. El niño tendrá derecho a la libertad de expresión; ese 
derecho incluirá la libertad de buscar, recibir y difundir 
informaciones e ideas de todo tipo, sin consideración 
de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o impresas, 
en forma artística o por cualquier otro medio clegido 
por el niño. 


a) Alentarán a los medios de comunicación a difundir in- 
formación y materiales de interés social y cultural para 
el niño, de conformidad con el espíritu del artículo 29; 


2, El ejercicio de tal derecho podrá estar sujeto a cicrlas 
restricciones, que serán únicamente las que la ley pre- 
vea y sean necesarias: 
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b) 


d) 


e) 


Promoverán la cooperación internacional en la produc- 
ción, el intercambio y la difusión de esa información y 
esos materiales procedentes de diversas fuentes cultu- 
rales, nacionales e internacionales; 


Alentarán la producción y difusión de libros para ni- 
ños; 


Alentarán a los medios de comunicación a que tengan 
particularmente en cuenta las necesidades lingiísticas 
del niño perteneciente a un grupo minoritario o que sea 
indígena; 


Promoverán la elaboración de dircctrices apropiadas 
para proteger al niño contra toda información y mate- 
rial perjudicial para su bienestar, teniendo en cuenta las 
disposiciones de los artículo 13 y 18. 


Artículo 18 


. Los Estados Partes pondrán el máximo empeño en ga- 


rantizar el reconocimiento del principio de que ambos 
padres tienen obligaciones comunes en lo que respecta 
a la crianza y cl desarrollo del niño. Incumbirá a los 
padres o, en su caso, a los representantes legales la 
responsabilidad primordial de la crianza y el desarrollo 
del niño. Su preocupación fundamental será cl interés 
superior del niño. 


A efectos de garantizar y promover los derechos enun- 
ciados en la presente Convención, los Estados Partes 
prestarán la asistencia apropiada a los padres y a los 
representantes legales para el desempeño de sus fun- 
ciones en lo que respecta a la crianza del niño y vela- 
rán por la creación de instituciones, instalaciones y ser- 
vicios para el cuidado de los niños. 


. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apro- 


piadas para que los niños cuyos padres trabajan tengan 
derecho a beneficiarse de los servicios e instalaciones 
de guarda de niños para los que reúnan las condiciones 
requeridas. 


Artículo 19 


Los Estados Partes adoptarán todas las medidas legisla- 
tivas, administrativas, sociales y educativas apropiadas 
para proteger al niño contra toda forma de perjuicio O 
abuso físico o mental, descuido o trato negligente, ma- 
los tratos o explotación, incluido el abuso sexual, 
mientras el niño se encuentre bajo la custodia de los 
padres, de un representante legal o de cualquier otra 
persona que lo tenga a su cargo. 


Esas medidas de protección deberían comprender, se- 
gún corresponda, procedimientos eficaces para el esta- 
blecimiento de programas sociales con objeto de pro- 
porcionar la asistencia necesaria al niño y a quienes 
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cuidan de él, así como para otras formas de prevención 
y para la identificación, notificación, remisión a una 
institución, investigación, tratamiento y observación 
ulterior de los casos antes descritos de malos tratos al 
niño y, según corresponda, la intervención judicial. 


Artículo 20 


Los niños temporal o permanentemente privados de su 
medio familiar, o cuyo superior interés exija que no 
permanezcan en ese medio, tendrán derecho a la pro- 
tección y asistencia especiales del Estado. 


Los Estados Partes garantizarán, de conformidad con 
sus leyes nacionales, otros tipos de cuidado para esos 
niños. 


Entre esos cuidados figurarán, entre otras cosas, la co- 
locación en hogares de guarda, la kafala del derecho 
islámico, la adopción, o de ser necesario la colocación 
en instituciones adecuadas de protección de menores. 
Al considerar las soluciones, se prestará particular 
atención a la conveniencia de que haya continuidad en 
la educación del niño y a su origen étnico, religioso, 
cultural y lingííístico. 


Artículo 21 


Los Estados Partes que reconocen o permiten el sistema de 
adopción cuidarán de que el interés superior del niño sea la 
consideración primordial y: 


a) 


b) 


c) 


d) 


Velarán porque la adopción del niño sólo sea autoriza- 
da por las autoridades competentes, las que determina- 
rán, con arreglo a las leyes y a los procedimientos apli- 
cables y sobre la base de toda la información pertinente 
y fidedigna, que la adopción es admisible en vista de la 
situación jurídica del niño en relación con sus padres, 
parientes y representantes legales y que, cuando así se 
requiera, las personas interesadas hayan dado con co- 
nocimiento de causa su consentimiento a la adopción 
sobre la base del asesoramiento que pueda ser necesa- 
rio; 


Reconoccrán que la adopción en otro país puede ser 
considerada como otro medio de cuidar del niño, en el 
caso de que éste no pueda ser colocado en un hogar de 
guarda o entregado a una familia adoptiva o no pueda 
ser atendido de manera adecuada en el país de origen; 


Velarán porque el niño que haya de ser adoptado en 
otro país goce de salvaguardias y normas equivalentes 
a las existentes respecto de la adopción en el país de 
origen; 


Adoptarán todas las medidas apropiadas para garanti- 
zar que, en el caso de adopción en otro país, la coloca- 
ción no dé lugar a beneficios financieros indebidos 
para quienes participan en ella; 
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e) Promoverán, cuando corresponda, los objetivos del 


presente artículo mediante la concertación de arreglos 
o acuerdos bilaterales o multilaterales y se esforzarán, 
dentro de este marco, por garantizar que la colocación 
del niño en otro país se efectúe por medio de las autori- 
dades u organismos competentes. 


Artículo 22 


. Los Estados Partes adoptarán medidas adecuadas para 
lograr que el niño que trate de obtener cl estatuto de 
refugiado o que sea considerado refugiado de confor- 
midad con el derecho y los procedimientos internacio- 
nales o internos aplicables reciba, tanto si está solo 
como si está acompañado de sus padres o de cualquier 
otra persona, la protección y la asistencia humanitaria 
adecuadas para el disfrute de los derechos pertinentes 
enunciados en la presente Convención y en otros ins- 
trumentos internacionales de derechos humanos o de 
carácter humanitario en que dichos Estados scan par- 
tes. 


. A tal efecto los Estados Partes cooperarán, cn la forma 
que estimen apropiada, en todos los esfucrzos de las 
Naciones Unidas y demás organizaciones interguberna- 
mentales competentes u organizaciones no gubcrna- 
mentales que cooperen con las Naciones Unidas por 
proteger y ayudar a todo niño refugiado y localizar a 
sus padres o a otros miembros de su familía, a fin de 
obtener la información necesaria para que se reúna con 
su familia. En los casos en que no se pueda localizar a 
ninguno de los padres o miembros de la familia, se 
concederá al niño la misma protección que a cualquier 
otro niño privado permanente o temporalmente de su 
medio familiar, por cualquier motivo, como se dispone 
en la presente Convención. 


Artículo 23 


1. Los Estados Partes reconocen que el niño mental o 


físicamente impedido deberá disfrutar de una vida ple- 
na y decente en condiciones que aseguren su dignidad, 
le permitan llegar a bastarse a sí mismo y faciliten la 
participación activa del niño en la comunidad, 


. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño im- 
pedido a recibir cuidados especiales y alentarán y ase- 
gurarán, con sujeción a los recursos disponibles, la 
prestación al niño que reúna las condiciones requeridas 
y a los responsables de su cuidado de la asistencia que 
se solicite y que sea adecuada al estado del niño y a las 
circunstancias de sus padres o de otras personas que 
cuiden de él. 


. En atención a las necesidades especiales del niño impe- 
dido, la asistencia que se preste conforme al párrafo 2 
del presente artículo será gratuita siempre que sea posi- 
ble, habida cuenta de la situación económica de los 
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padres o de las otras personas que cuiden del niño, y 
estará destinada a asegurar que el niño impedido tenga 
un acceso efectivo a la educación, la capacitación, los 
servicios sanitarios, los servicios de rehabilitación, la 
preparación para el empleo y las oportunidades de es- 
parcimiento y reciba tales servicios con el objeto de 
que el niño logre la integración social y el desarrollo 
individual, incluido su desarrollo cultural y espiritual, 
en la máxima medida posible. 


Los Estados Partes promoverán, con espíritu de coope- 
ración internacional, el intercambio de información 
adecuada en la esfera de la atención sanitaria preventi- 
va y del tratamiento médico, psicológico y funcional 
de los niños impedidos, incluida la difusión de infor- 
mación sobre los métodos de rehabilitación y los servi- 
cios de enseñanza y formación profesional, así como el 
acceso a esa información a fin de que los Estados Par- 
tes puedan mejorar su capacidad y conocimientos y 
ampliar su experiencia en estas esferas. Á este respec- 
to, se tendrán especialmente en cuenta las necesidades 
de los países en desarrollo. 


Artículo 24 


Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al 
disfrute del más alto nivel posible de salud y a servi- 
cios para el tratamiento de las enfermedades y la reha- 
bilitación de la salud. Los Estados Partes se esforzarán 
por asegurar que ningún niño sea privado de su derecho 
al disfrute de esos servicios sanitarios. 


Los Estados Partes asegurarán la plena aplicación de 
este derecho y, en particular adoptarán las medidas 
apropiadas para: 


Reducir la mortalidad infantil y en la niñez; 


Asegurar la prestación de la asistencia médica y la 
atención sanitaria que sean necesarias a todos los ni- 
ños, haciendo hincapié en el desarrollo de la atención 
primaria de salud; 


c) Combatir las enfermedades y la mal nutrición en el 


marco de la atención primaria de la salud mediante, 
entre otras cosas, la aplicación de la tecnología dispo- 
nible y el suministro de alimentos nutritivos adecuados 
y agua potable salubre, teniendo en cuenta los peligros 
y riesgos de contaminación del medio ambiente; 


d) Asegurar atención sanitaria prenatal y postnatal apro- 


piada a las madres; 


e) Asegurar que todos los sectores de la sociedad, y en 


particular los padres y los niños, conozcan los princi- 
pios básicos de la salud y la nutrición de los niños, las 
ventajas de la lactancia materna, la higiene y el sanca- 
miento ambiental y las medidas de prevención de acci- 
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dentes, tengan acceso a la educación pertinente y reci- 
ban apoyo en la aplicación de esos conocimientos; 


Desarrollar la atención sanitaria preventiva, la orienta- 
ción a los padres y la educación y servicios en materia 
de planificación de la familia. 


Los Estados Partes adoptarán todas las medidas efica- 
ces y apropiadas posibles para abolir las prácticas tra- 
dicionales que sea perjudiciales para la salud de los 
niños. 


Los Estados Partes se comprometen a promover y alen- 
tar la cooperación internacional con miras a lograr pro- 
gresivamente la plena realización del derecho recono- 
cido en cel presente artículo. A este respecto, se tendrán 
plenamente en cuenta las necesidades de los países cn 
desarrollo. 


Artículo 25 


Los Estados Partes reconocen el derecho del niño que ha 
sido internado en un establecimiento por las autoridades com- 
petentes para los fines de atención, protección o tratamiento 
de su salud física o mental a un examen periódico del trata- 
miento a que esté sometido y de todas las demás circunstan- 
cias propias de su internación, 


Artículo 26 


Los Estados Partes reconocerán a todos los niños cl 
derecho a beneficiarse de la seguridad social, incluso 
del seguro social, y adoptarán las medidas necesarias 
para lograr la plena realización de este derecho de con- 
formidad con su legislación nacional. 


Las prestaciones deberían concederse, cuando corres- 
ponda, teniendo en cuenta los recursos y la situación 
del niño y de las personas que sean responsables del 
mantenimiento del niño, así como cualquier otra consi- 
deración pertinente a una solicitud de prestaciones he- 
cha por el nifío o en su nombre, 


Artículo 27 


Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño a 
un nivel de vida adecuado para su desarrollo físico, 
mental, espiritual, moral y social. 


A los padres u otras personas encargadas del niño les 
incumbe la responsabilidad primordial de proporcionar, 
dentro de sus posibilidades y medios económicos, las 
condiciones de vida que sean necesarias para el desa- 
rrollo del niño. 


Los Estados Partes, de acuerdo con las condiciones na- 
cionales y con arreglo a sus medios, adoptarán medidas 
apropiadas para ayudar a los padres y a otras personas 
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responsables por el niño a dar efectividad a este dere- 
cho y, en caso necesario, proporcionarán asistencia ma- 
terial y programas de apoyo, particularmente con res- 
pecto a la nutrición, el vestuario y la vivienda. 


. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropia- 


das para asegurar el pago de la pensión alimenticia por 
parte de los padres u otras personas que tengan la res- 
ponsabilidad financiera por el niño, tanto si viven en el 
Estado Parte como si viven en el extranjero. En parti- 
cular, cuando la persona que tenga la responsabilidad 
financiera por el niño resida en un Estado diferente de 
aquel en que resida el niño, los Estados Partes promo- 
verán la adhesión a los convenios internacionales o la 
concertación de dichos convenios, así como la concer- 
tación de cualesquiera otros arreglos apropiados. 


Artículo 28 


Los Estados Partes reconocen el derecho del niño a la 
educación y, a fin de que se pueda ejercer progresiva- 
mente y en condiciones de igualdad de oportunidades 
ese derecho, deberán en particular: 


Implantar la enseñanza primaria obligatoria y gratuita 
para todos; 


Fomentar el desarrollo, en sus distintas formas, de la 
enseñanza secundaria, inctuida la enseñanza general y 
profesional, hacer que todos los niños dispongan de 
ella y tengan acceso a ella y adoptar medidas apropia- 
das tales como la implantación de la enseñanza gratuita 
y la concesión de asistencia financiera en caso de nece- 
sidad; 


Hacer la enseñanza superior accesible a todos, sobre la 
base de la capacidad, por cuantos medios sean apropia- 
dos; 


Hacer que todos los niños dispongan de información y 
orientación en cuestiones educacionales y profesiona- 
les y tengan acceso a ellas; 


Adoptar medidas para fomentar la asistencia regular a 
las escuelas y reducir las tasas de deserción escolar. 


Los Estados Partes adoptarán cuantas medidas sean 
adecuadas para velar porque la disciplina escolar se ad- 
ministre de modo compatible con la dignidad humana 
del niño y de conformidad con la presente Convención. 


Los Estados Partes fomentarán y alentarán la coopera- 
ción internacional en cuestiones de educación, en parti- 
cular a fin de contribuir a eliminar la ignorancia y cl 
analfabetismo en todo el mundo y de facilitar el acceso 
a los conocimientos técnicos y a los métodos modernos 
de enseñanza. Á este respecto, se tendrán especialmen- 
tc en cuenta las necesidades de los países en desarrollo. 
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1. Los Estados Partes convienen en que la educación del 
niño deberá estar encaminada a: 


a) Desarrollar la personalidad, las aptitudes y la capaci- 
dad mental y física del niño hasta el máximo de sus po- 
sibilidades; 


b) Inculcar al niño el respeto de los derechos humanos y 
las libertades fundamentales y de los principios consa- 
grados en la Carta de las Naciones Unidas; 


c) Inculcar al niño el respeto de sus padres, de su propia 
identidad cultural, de su idioma y sus valores, de los 
valores nacionales del país en que vive, del país de que 
sea originario y de las civilizaciones distintas de la 
suya; 


d) Preparar al niño para asumir una vida responsable en 
una sociedad libre, con espíritu de comprensión, paz, 
tolerancia, igualdad de los sexos y amistad entre todos 
los pueblos, grupos étnicos, nacionales y religiosos y 
personas de origen indígena; 


e) Inculcar al niño el respeto del medio ambiente natural, 


2. Nada de lo dispuesto en el presente artículo o en cel 
artículo 28 se interpretará como una restricción de la 
libertad de los particulares y de las entidades para csta- 
blecer y dirigir instituciones de enseñanza, a condición 
de que se respeten los principios enunciados en cl pá- 
rrafo 1 del presente artículo y de que la educación 
impartida en tales instituciones se ajuste a las normas 
mínimas que prescriba el Estado. 


Artículo 30 


En los Estados en que existan minorías étnicas, religiosas 
o lingliísticas o personas de origen indígena, no se negará a un 
niño que pertenezca a tales minorías o que sca indígena cl 
derecho que le corresponde, en común con los demás miem- 
bros de su grupo, a tener su propia vida cultural, a prolesar y 
practicar su propia religión, o a emplear su propio idioma. 


Artículo 31 


1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al 
descanso y al esparcimiento, al juego y a las activida- 
des recreativas propias de su edad y a participar libre- 
mente en la vida cultural y en las artes. 


2. Los Estados Partes respetarán y promoverán cl derecho 
del niño a participar plenamente en la vida cultural y 
artística y propiciarán oportunidades apropiadas, en 
condiciones de igualdad, de participar en la vida cultu- 
ral, artística, recrcativa y de esparcimiento, 
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Artículo 32 


1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño a 
estar protegido contra la explotación económica y con- 
tra el desempeño de cualquier trabajo que pueda ser 
peligroso o entorpecer su educación, o que sea nocivo 
para su salud o para su desarrollo físico, mental, espiri- 
tual, moral o social, 


2. Los Estados Partes adoptarán medidas legislativas, ad- 
ministrativas, sociales y educacionales para garantizar 
la aplicación del presente artículo. Con ese propósito y 
teniendo en cuenta las disposiciones pertinentes de 
otros instrumentos internacionales, los Estados Partes, 
en particular: 


a) Fijarán una edad o edades mínimas para trabajar; 


b) Dispondrán la reglamentación apropiada de los hora- 
rios y condiciones de trabajo; 


c) Estipularán las penalidades u otras sanciones apropia- 
das para asegurar la aplicación efectiva del presente ar- 
tículo. 


Artículo 33 


Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropia- 
das, incluidas medidas legislativas, administrativas, sociales y 
educacionales, para proteger a los niños contra el uso ilícito 
de los estupefacientes y sustancias sicotrópicas enumeradas en 
los tratados internacionales pertinentes, y para impedir que se 
utilice a niños en la producción y el tráfico ilícito de esas 
sustancias. 


Artículo 34 


Los Estados Partes se compromcten a proteger al niño 
contra todas las formas de explotación y abuso sexuales. Con 
este fin, los Estados Partes tomarán, en particular, todas las 
medidas de carácter nacional, bilateral y multilateral que sean 
necesarias para impedir: 


a) La incitación o la coacción para que un niño se dedi- 
que a cualquier actividad sexual ilegal; 


b) La explotación del niño en la prostitución u otras prác- 
ticas sexuales ilegales; 


c) La explotación del niño en espectáculos o materiales 
pornográficos. 


Artículo 35 


Los Estados Partes tomarán todas las medidas de carácter 
nacional, bilateral y multilateral que sean necesarias para im- 
pedir el secuestro, la venta o la trata de niños para cualquier 
fin o en cualquier forma. 
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Artículo 36 


Los Estados Partes protegerán al niño contra todas las de- 
más formas de explotación que sean perjudiciales para cual- 
quier aspecto de su bienestar. 


Artículo 37 


Los Estados Partes velarán porque: 


a) 


b) 


c) 


d) 


Ningún niño sea sometido a torturas ni a otros tratos O 
penas crueles, inhumanos o degradantes. No se impon- 
drá la pena capital ni la de prisión perpetua sin posibi- 
lidad de excarcelación por delitos cometidos por meno- 
res de 18 años de edad; 


Ningún niño sea privado de su libertad ilegal o arbitra- 
riamente, La detención, el encarcelamiento o la prisión 
de un niño se llevará a cabo de conformidad con la ley 
y se utilizará tan sólo como medida de último recurso y 
durante el período más breve que proceda; 


Todo niño privado de libertad sea tratado con la huma- 
nidad y el respeto que mercce la dignidad inherente a 
la persona humana, y de mancra que se tengan en 
cuenta las necesidades de las personas de su edad. En 
particular, todo niño privado de libertad estará separa- 
do de los adultos, a menos que ello se considere contra- 
rio al interés superior del niño, y tendrá derecho a 
mantener contacto con su familia por medio de corres- 
pondencia y de visitas, salvo en circunstancias excep- 
cionales; 


Todo niño privado de su libertad tendrá derccho a un 
pronto acceso a la asistencia jurídica y otra asistencia 
adecuada, así como derecho a impugnar la legalidad de 
la privación de su libertad ante un tribunal u otra auto- 
ridad competente, independiente e imparcial y a una 
pronta decisión sobre dicha acción. 


Artículo 38 


. Los Estados Partes se comprometen a respetar y velar 


porque se respeten las normas del derccho internacio- 
nal humanitario que les sean aplicables en los conflic- 
tos armados y que scan pertinentes para cl niño, 


Los Estados Partes adoptarán todas las medidas posi- 
bles para asegurar que las personas que aún no hayan 
cumplido los 15 años de edad no participen dirccta- 
mente en las hostilidades. 


Los Estados Partes se abstendrán de reclutar en las 
Fuerzas Armadas a las personas que no hayan cumpli- 
do tos 15 años de edad. Si reclutan personas que hayan 
cumplido 15 años, pero que scan menores de 18, los 
Estados Partes procurarán dar prioridad a los de más 
edad. 
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De conformidad con las obligaciones dimanadas del 
derecho intemacional humanitario de proteger a la po- 
blación civil durante los conflictos armados, los Esta- 
dos Partes adoptarán todas las medidas posibles para 
asegurar la protección y el cuidado de los niños afecta- 
dos por un conflicto armado. 


Artículo 39 


Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas 
para promover la recuperación física y psicológica y la reinte- 
gración social de todo niño víctima de: cualquier forma de 
abandono, explotación o abuso; tortura u otra forma de tratos 
o penas crueles, inhumanos o degradantes; o conflictos arma- 
dos. Esa recuperación y reintegración se llevarán a cabo en un 
ambiente que fomente la salud, el respeto de sí mismo y la 
dignidad del niño, 


1. 


a) 


b) 


Artículo 40 


Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño 
de quien se alegue que ha infringido las leyes penales o 
a quien se acuse o declare culpable de haber infringido 
esas leyes a ser tratado de manera acorde con el fomen- 
to de su sentido de la dignidad y el valor, que fortalez- 
ca el respeto del niño por los derechos humanos y las 
libertades fundamentales de terceros y en la que se 
tengan en cuenta la edad del niño y la importancia de 
promover la reintegración del niño y de que éste asuma 
una función constructiva en la sociedad. 


Con ese fin, y habida cuenta de las disposiciones perti- 
nentes de los instrumentos internacionales, los Estados 
Partes garantizarán, en particular: 


Que no se alegue que ningún niño ha infringido las 
leyes penales, ni se acuse o declare culpable a ningún 
niño de haber infringido esas leyes, por actos u omisio- 
nes que no estaban prohibidos por las leyes nacionales 
o internacionales en el momento en que se cometicron; 


Que todo niño del que se alegue que ha infringido las 
leyes penales o a quien se acuse de haber infringido 
esas leyes se le garantice, por lo menos, lo siguiente: 


1) Que se lo presumirá inocente mientras no se prucbe 
su culpabilidad conforme a la ley; 


11) Que será informado sin demora y directamente o, 
cuando sea procedente, por intermedio de sus pa- 
dres o sus representantes legales, de los cargos que 
pesan contra él y que dispondrá de asistencia jurídi- 
ca u otra asistencia apropiada en la preparación y 
presentación de su defensa; 


111) Que la causa será dirimida sin demora por una auto- 
ridad u órgano judicial competente, independiente e 
imparcial en una audiencia equitativa conforme a la 
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Na 


ley, en presencia de un asesor jurídico u otro tipo 
de asesor adecuado y, a menos que se considerare 
que ello fuere contrario al interés superior del niño, 
teniendo en cuenta en particular su edad o situación 
y a sus padres o representantes legales; 


iv) Que no será obligado a prestar testimonio o a decla- 
rarse culpable, que podrá interrogar o hacer que se 
interrogue a testigos de cargo y obtener la participa- 
ción y el interrogatorio de testigos de descargo en 
condiciones de igualdad; 


v) Si se considerare que ha infringido, en efecto, las 
leyes penales, que esta decisión y toda medida im- 
puesta a consecuencia de ella, serán sometidas a 
una autoridad u órgano judicial superior competen- 
te, independiente e imparcial, conforme a la ley; 


vi) Que el niño contará con la asistencia gratuita de un 
intérprete si no comprende o no habla el idioma 
utilizado; 


vii) Que se respetará plenamente su vida privada en to- 
das las fases del procedimiento. 


. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropia- 


a 


das para promover el establecimiento de leyes, proce- 
dimientos, autoridades e instituciones específicos para 
los niños de quienes se alegue que han infringido las 
leyes penales o a quienes se acuse o declare culpables 
de haber infringido esas leyes, y en particular: 


El establecimiento de una edad mínima antes de la cual 
se presumirá que los niños no tienen capacidad para 
infringir las leyes penales; 


Siempre que sea apropiado y deseable, la adopción de 
medidas para tratar a esos niños sin recurrir a procedi- 
mientos judiciales, en el entendimiento de que se res- 
petarán plenamente los derechos humanos y las garan- 
tías legales. 


. Se dispondrá de diversas medidas, tales como el cuida- 


do, las órdenes de orientación y supervisión, el asesora- 
miento, la libertad vigilada, la colocación en hogares 
de guarda, los programas de enseñanza y formación 
profesional, así como otras posibilidades alternativas a 
la internación en instituciones, para asegurar que los 
niños sean tratados de manera apropiada para su bie- 
nestar y que guarde proporción tanto con sus circuns- 
tancias como con la infracción. 


Artículo 41 


Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a 
las disposiciones que sean más conducentes a la realización de 
los derechos del niño y que puedan estar recogidas en: 


a) El derecho de un Estado Parte; o 
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b) El derecho internacional vigente con respecto a dicho 


Estado. 


PARTE ll 


Artículo 42 


Los Estados Partes se comprometen a dar a conocer am- 
pliamente los principios y disposiciones de la Convención por 
medios eficaces y apropiados, tanto a los adultos como a los 


Artículo 43 


. Con la finalidad de examinar los progresos realizados 


en el cumplimiento de las obligaciones contraídas por 
los Estados Partes en la presente Convención, se esta- 
blecerá un Comité de los Derechos del Niño que de- 
sempeñará las funciones que a continuación se estipu- 
lan. 


. El Comité estará integrado por diez expertos de gran 


integridad moral y reconocida competencia en las esfe- 
ras reguladas por la presente Convención. Los miem- 
bros del Comité serán elegidos por los Estados Partes 
entre sus nacionales y ejercerán sus funciones a título 
personal, teniéndose debidamente en cuenta la distribu- 
ción geográfica, así como los principales sistemas jurí- 
dicos. 


. Los miembros del Comité serán elegidos, en votación 


secreta, de una lista de personas designadas por los 
Estados Partes. 


Cada Estado Parte podrá designar a una persona escogida 
entre sus propios nacionales. 


4. La elección inicial se celebrará a más tardar seis meses 


después de la entrada en vigor de la presente Conven- 
ción y ulteriormente cada dos años. Con cuatro meses, 
como mínimo, de antelación respecto de la fecha de 
cada elección, el Secretario General de las Naciones 
Unidas dirigirá una carta a los Estados Partes invitán- 
dolos a que presenten sus candidaturas en un plazo de 
dos meses. El Secretario General preparará después 
una lista en la que figurarán por orden alfabético todos 
los candidatos propuestos, con indicación de los Esta- 
dos Partes que los hayan designado, y la comunicará a 
los Estados Partes en la presente Convención. 


. Las elecciones se celebrarán en una reunión de los Es- 


tados Partes convocada por el Secretario General en la 
Sede de las Naciones Unidas. En esa reunión, en la que 
la presencia de dos tercios de los Estados Partes consti- 
tuirá quórum, las personas seleccionadas para formar 
parte del Comité serán aquellos candidatos que obten- 
gan el mayor número de votos y una mayoría absoluta 
de los votos de los representantes de los Estados Partes 
presentes y votantes. 
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b) 


Los miembros del Comité serán elegidos por un perío- 
do de cuatro años, Podrán ser reelegidos si se presenta 
de nuevo su candidatura. El mandato de cinco de los 
miembros elegidos en la primera elección expirará al 
cabo de dos años; inmediatamente después de efectua- 
da la primera elección, el Presidente de la reunión en 
que ésta se celebre elegirá por sorteo los nombres de 
esos cinco miembros. 


. Si un miembro del Comité fallece o dimite o declara 


que por cualquier otra causa no puede seguir desempe- 
ñando sus funciones en el Comité, el Estado Parte que 
propuso a ese miembro designará entre sus propios na- 
cionales a otro experto para ejercer el mandato hasta su 
término, a reserva de la aprobación del Comité. 


. El Comité adoptará su propio reglamento. 


. El Comité elegirá su mesa por un período de dos años. 


Las reuniones del Comité se celebrarán normalmente 
en la Sede de las Naciones Unidas o en cualquier otro 
lugar conveniente que determine el Comité. El Comité 
se reunirá normalmente todos los años. La duración de 
las reuniones del Comité será determinada y revisada, 
si procediera, por una reunión de los Estados Partes en 
la presente Convención, a reserva de la aprobación de 
la Asamblea General. 


. El Secretario General de las Naciones Unidas propor- 


cionará el personal y los servicios necesarios para el 
desempeño eficaz de las funciones del Comité estable- 
cido en virtud de la presente Convención. 


Previa aprobación de la Asamblea General, los miem- 
bros del Comité establecido en virtud de la presente 
Convención recibirán emolumentos con cargo a los 
fondos de las Naciones Unidas, según las condiciones 
que la Asamblea pueda establecer. 


Artículo 44 


. Los Estados Partes se comprometen a presentar al Co- 


mité, por conducto del Secretario General de las Na- 
ciones Unidas, informes sobre las medidas que hayan 
adoptado para dar efecto a los derechos reconocidos en 
la Convención y sobre el progreso que hayan realizado 
en cuanto al goce de esos derechos: 


En el plazo de dos años a partir de la fecha en la que 
para cada Estado Parte haya entrado en vigor la presen- 
te Convención; 


En lo sucesivo, cada cinco años. 


. Los informes preparados en virtud del presente artículo 


deberán indicar las circunstancias y dificultades, si las 
hubiere, que afecten al grado de cumplimiento de las 
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obligaciones derivadas de la presente Convención, De- 
berán asimismo, contener información suficiente para 
que el Comité tenga cabal comprensión de la aplica- 
ción de la Convención en el país de que se trate. 


. Los Estados Partes que hayan presentado un informe 


inicial completo al Comité no necesitan repetir, en su- 
cesivos informes presentados de conformidad con lo 
dispuesto en el inciso b) del párrafo 1 del presente 
artículo, la información básica presentada anteriormen- 
te, 


. El Comité podrá pedir a los Estados Partes más infor- 


mación relativa a la aplicación de la Convención. 


. El Comité presentará cada dos años a la Asamblea Ge- 


neral de las Naciones Unidas, por conducto del Conse- 
jo Económico y Social, informes sobre sus actividades. 


. Los Estados Partes darán a sus informes una amplia 


difusión entre el público de sus países respectivos. 


Artículo 45 


Con objeto de fomentar la aplicación efectiva de la Con- 
vención y de estimular la cooperación internacional en la es- 
fera regulada por la Convención: 


a) Los organismos especializados, el Fondo de las Nacio- 


b 


e 


Nr 


Ne 


nes Unidas para la Infancia y demás órganos de las 
Naciones Unidas tendrán derecho a estar representados 
en el examen de la aplicación de aquellas disposiciones 
de la presente Convención comprendidas en el ámbito 
de su mandato. El Comité podrá invitar a los organis- 
mos especializados, al Fondo de las Naciones Unidas 
para la Infancia y a otros órganos competentes que 
considere apropiados a que proporcionen asesoramien- 
to especializado sobre la aplicación de la Convención 
en los sectores que son de incumbencia de sus respecti- 
vos mandatos. El Comité podrá invitar a los organis- 
mos especializados, al Fondo de las Naciones Unidas 
para la Infancia y demás órganos de las Naciones Uni- 
das a que presenten informes sobre la aplicación de 
aquellas disposiciones de la presente Convención com- 
prendidas en el ámbito de sus actividades; 


El Comité transmitirá según estime conveniente, a los 
organismos especializados, al Fondo de las Naciones 
Unidas para la Infancia y a otros órganos competentes, 
los informes de los Estados Partes que contengan una 
solicitud de asesoramiento o de asistencia técnica, o en 
los que se indique esa necesidad, junto con las observa- 
ciones y sugerencias del Comité, si las hubiere, acerca 
de esas solicitudes o indicaciones; 


El Comité podrá recomendar a la Asamblea General 
que pida al Secretario General que efectúe, en su nom- 
bre, estudios sobre cuestiones concretas relativas a los 
derechos del niño; 
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d) El Comité podrá formular sugerencias y recomendacio- 
nes generales basadas en la información recibida en 
virtud de los artículos 44 y 45 de la presente Conven- 
ción. Dichas sugerencias y recomendaciones generales 
deberán transmitirse a los Estados Partes interesados y 
notificarse a la Asamblea General, junto con los co- 
mentarios, si los hubiere, de los Estados Partes, 


PARTE Il 
Artículo 46 


La presente Convención estará abierta a la firma de todos 
los Estados. 


Artículo 47 


La presente Convención está sujeta a ratificación. Los ins- 
trumentos de ratificación se depositarán en poder del Secreta- 
rio General de las Naciones Unidas. 


Artículo 48 


La presente Convención permanecerá abierta a la adhesión 
de cualquier Estado. Los instrumentos de adhesión se deposi- 
tarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 


Artículo 49 


1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo 
día siguiente a la fecha en que haya sido depositado el 
vigésimo instrumento de ratificación o de adhesión en 
el poder del Secretario General de las Naciones Uni- 
das. 


2. Para cada Estado que ratifique la Convención o se ad- 
hiera a ella después de haber sido depositado el vigési- 
mo instrumento de ratificación o de adhesión, la Con- 
vención entrará en vigor el trigésimo día después del 
depósito por tal Estado de su instrumento de ratifica- 
ción o adhesión. 


Artículo 50 


1. Todo Estado Parte podrá proponer una enmienda y de- 
positarla en poder del Secretario General de las Nacio- 
nes Unidas. El Secretario General comunicará la en- 
mienda propuesta a los Estados Partes, pidiéndoles que 
le notifiquen si desean que se convoque una conferen- 
cia de Estados Partes con el fin de examinar la pro- 
puesta y someterla a votación, Si dentro de los cuatro 
meses siguientes a la fecha de esa notificación un ter- 
cio, al menos, de dos Estados Partes se declara en favor 
de tal conferencia, el Secretario General convocará una 
conferencia con el auspicio de las Naciones Unidas. 
Toda enmienda adoptada por la mayoría de Estados 
Partes, presentes y votantes en la conferencia, será so- 
metida por el Secretario General a la Asamblea Gene- 
ral para su aprobación. 
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2. Toda enmienda adoptada de conformidad con el párra- 
fo 1 del presente artículo entrará en vigor cuando haya 
sido aprobada por la Asamblea General de las Nacio- 
nes Unidas y aceptada por una mayoría de dos tercios 
de los Estados Partes, 


3. Cuando las enmiendas entren en vigor serán obligato- 
rias para los Estados Partes que las hayan aceptado, en 
tanto que los demás Estados Partes seguirán obligados 
por las disposiciones de la presente Convención y por 
las enmiendas anteriores que hayan aceptado. 


Artículo 51 


1. El Secretario General de las Naciones Unidas recibirá 
y comunicará a todos los Estados el texto de las reser- 
vas formuladas por los Estados en el momento de la ra- 
tificación o de la adhesión. 


2. No se aceptará ninguna reserva incompatible con el 
objeto y el propósito de la presente Convención. 


3. Toda reserva podrá ser retirada en cualquier momento 
por medio de una notificación hecha a ese efecto y 
dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas, 
quien informará a todos los Estados. Esa notificación 
surtirá efecto en la fecha de su recepción por el Secre- 
tario General. 


Artículo 52 


Todo Estado Parte podrá denunciar la presente Conven- 
ción mediante notificación hecha por escrito al Secretario Ge- 
neral de las Naciones Unidas. La denuncia surtirá efecto un 
año después de la fecha en que la notificación haya sido reci- 
bida por cl Secretario General, 


Artículo 53 


Se designa depositario de la presente Convención al Secre- 
tario General de las Naciones Unidas. 


Artículo 54 

El original de la presente Convención, cuyos textos en 
árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son igualmente 
auténticos, se depositará en poder del Secretario General de 
las Naciones Unidas. 

En testimonio de lo cual, los infrascritos plenipotenciarios, 
debidamente autorizados para ello por sus respectivos gobier- 
nos, han firmado la presente Convención”. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Léase. 

(Se lee) 


-En discusión general. 
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Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Batalla. 


SEÑOR BATALLA. - Señor Presidente: en realidad, no sé 
si soy el único miembro informante. Creo que en la medida en 
que la Comisión dispuso elevar este proyecto a la considera- 
ción del Senado, con una votación afirmativa por unanimidad, 
sin duda alguna entendió que todos debíamos ser miembros 
informantes. Digo esto, porque sintió -más que razonó- que no 
se trataba de un proyecto más que llegaba al Senado para su 
ratificación en su calidad de Tratado que establece obligacio- 
nes para la República, Normalmente estos convenios se aprue- 
ban en silencio o con una breve fundamentación pero, casi 
siempre, reitero, en silencio. Sin embargo, la Comisión enten- 
dió que en este caso se trataba de la ratificación de un Tratado 
que implicaba un compromiso para todos nosotros. 


A mi juicio, con respecto a esta Convención ocurre algo 
muy particular: todos nosotros, en general, cuando hemos 
aprobado distintos tratados internacionales, firmados por el 
país, en distintas materias como por ejemplo la minoridad, la 
mujer y algunas veces los derechos humanos, hemos entendi- 
do que eran temas que se aplicaban a todas las naciones y que 
no eran sólo para Uruguay. 


En general, nos enorgullecíamos de tener una legislación 
muy superior a lo que las normas internacionales establecían. 
Sin embargo, en este caso no ha sido así, y esto ha sido 
comprendido por la propia comunidad uruguaya. No me refie- 
ro solamente a lo que pudo significar el tratamiento de este 
tema en la Cámara de Representantes. Considero que es un 
elemento positivo darle participación a quienes son los prota- 
gonistas del proyecto y también a la comunidad toda. Quizás 
todos los señores senadores no lo sepan, pero en nuestro país 
existió una organización que se llamó GACU (Grupo de Apo- 
yo a la Convención Uruguay) que impulsó y gestionó una 
mayor rapidez en la aprobación de este Tratado, que fue sus- 
crito por nuestro país en diciembre de 1989. El mismo refiere, 
fundamentalmente, a los derechos del niño. No los distribuye 
en capítulos -me refiero, concretamente a la enumeración que 
se hace en algunos casos o sea, ordenándolos por medio de 
distintas coordenadas- sino que establece una serie de dere- 
chos del niño. 


Si hay algo acerca de lo que nosotros debemos tener con- 
ciencia, es que este proyecto también tiene como destinataria 
a la sociedad uruguaya. No es un proceso de normas protecto- 
ras del niño y de la familia que se puedan entender aplicables 
solamente en Africa o en Asia, es decir, en países a los que 
nosotros muchas veces vemos alejados tanto en el plano físico 
como en los mecanismos sociales de defensa de la comuni- 
dad. 


Pienso que debemos sentir este proyecto no sólo como un 
mecanismo de progreso manuscrito, sino también como un 
compromiso para cada uno de nosotros. 


No resisto la tentación de leer algunas de las normas que 
establecen los derechos del niño, contenidas en este proyecto 
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de ley. Creo que todos nosotros debemos sentir que integra- 
mos una comunidad que, en el correr del tiempo, ha ido per- 
diendo características que alguna vez constituyeron orgullo 
nacional. 


No pretendo -y no tendría sentido- al examinar un proyec- 
to con estas particularidades, señalar responsabilidades de na- 
die sino que, mirando hacia adelante, todos deberíamos com- 
prometernos a hacer aplicable en los hechos esto que ahora es 
simplemente la letra de un Tratado. 


Cuando sentimos que habitamos en un país en el que casi 
el 50% de los niños nace en hogares por debajo de la línea de 
pobreza, o apenas sobre ella; cuando por lo menos la mitad de 
los niños nacen en hogares con necesidades básicas insatisfe- 
chas, deberíamos tener en cuenta que, más allá de lo que se ha 
construido en Uruguay, queda mucho por hacer. En ese senti- 
do, considero que este proyecto es un paso adelante, Significa 
la adopción de algunas normas que el Derecho Internacional 
impone a los países para una vida digna. Entonces, ¡cuántas 
responsabilidades tenemos con respecto a los niños! Los ma- 
yores, los adultos, bien o mal hemos sido quienes hemos cons- 
truido nuestro destino, pero no así los niños. Ellos son, sin 
duda alguna, aquellos por quienes debemos velar; aquellos 
por los que la comunidad tiene, naturalmente, que construir 
un mundo mejor. 


Reitero que quisiera lecr, muy brevemente -porque no 
quiero cansar al Senado- algunos artículos que considero muy 
importantes. Considero que es imprescindible conocer los de- 
rechos que se le reconocen al niño en este Tratado, que ha 
sido ratificado recientemente por la Cámara de Representan- 
tes y que hoy el Senado, sin duda va a aprobar por unanimi- 
dad. 


Los derechos del niño, reconocidos, son los siguientes: 
Artículo 6%, - Derecho a la Vida. Los Estados Partes recono- 
cen que todo niño tiene el derecho intrínseco a la vida y 
garantizarán, en la máxima medida posible, la supervivencia y 
el desarrollo del niño. Artículo 7*. - Derecho a conocer a sus 
Padres y a ser cuidados por ellos. Asimismo, en este artículo 
se establece el Derecho a un nombre y a una nacionalidad. 
Artículos 8? y 16. - Derecho a preservar su identidad y su 
intimidad. Artículo 9% - Derecho a no ser separado de sus 
padres contra la voluntad de estos. Además, también se expre- 
sa el derecho a estar en contacto personal y directo con los 
mismos en forma regular, Artículo 12, - Derecho a escuchar 
su opinión y a ser escuchado en todo procedimiento que le 
afecte. Artículo 13, - Derecho a la libertad de expresión. 
Artículo 14. - Derecho a la libertad de pensamiento, concien- 
cia y religión. Artículo 15, - Derecho a la asociación y reunio- 
nes pacíficas. Artículo 24, - Derecho a disfrutar del más alto 
nivel posible de salud. Artículo 27. - Derecho a un nivel de 
vida adecuado. Artículos 28 y 29. - Derecho a la educación en 
condiciones de igualdad de oportunidades. Artículo 31. - De- 
recho al descanso, al esparcimiento y a actividades recreacio- 
nales. Además, también se establece en dicho artículo el dere- 
cho a participar en actividades culturales y artísticas. Artículo 
40. - Derecho al debido proceso, 
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Como bien lo pueden apreciar, aquí hay una larga enume- 
ración de derechos que corresponden al niño. Diría que en 
nuestro país gran parte de estos derechos han sido reconocidos 
a través de la letra de la ley, pero tal vez no con el alcance y 
la extensión que el Tratado prevé. Sin duda, igualmente, todos 
somos concientes de que muchos de estos derechos de los 
niños de nuestra comunidad constituyen simplemente un pro- 
greso manuscrito y no están en aplicación en la vida cotidía- 
na. 


Por tales razones, pienso que en la aprobación de este 
proyecto debe estar no sólo una mano levantada, sino un com- 
promiso personal de cada uno de nosotros para el futuro. 


(Apoyados) 
SEÑOR GARGANO, - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Señor Presidente: solicité hacer 
uso de la palabra porque el trámite rápido que afortunadamen- 
te hemos dado a la ratificación de esta Convención sobre los 
Derechos del Niño, no nos permitió hacer un examen detenido 
en el seno de la Comisión de Asuntos Internacionales, donde 
fue tratada. 


Quiero hacer algunas puntualizaciones sobre el contenido 
de esta Convención -al que ya se ha referido el señor senador 
Batalla- a fin de que su aprobación no pase como un hecho 
más de los tantos que hemos ratificado y sobre cuyas conse- 
cuencias futuras a veces tenemos poca certeza. 


Voy a utilizar un trabajo realizado por el doctor Alejandro 
Artucio -uno de los especialistas que en Uruguay se ha ocupa- 
do de este tema- para decir que el proceso de elaboración de 
esta Convención arranca, prácticamente, unos once años atrás. 
Se trata de un trabajo realizado a partir de una resolución de 
la Comisión de Derechos Humanos de la Organización de las 
Naciones Unidas, por la que se creó un grupo especial de 
trabajo. Con la ratificación de esta Convención que, según 
tengo entendido, será depositada por el señor Presidente de la 
República en oportunidad de concurrir a la sede de las Nacio- 
nes Unidas, el Uruguay no sólo sanciona un conjunto de dis- 
posiciones que lo obligan éticamente, sino que además -como 
lo señala acertadamente el doctor Artucio- en un futuro no 
muy lejano, se dispondrá de un nuevo Tratado Internacional 
con fuerza vinculante y compulsiva. 


A diferencia de las declaraciones de la Asamblea General 
de la Organización de Naciones Unidas o de la de Estados 
Americanos O del Consejo de Europa, éste scrá un Tratado 
que, por el hecho de su ratificación o adhesión por un Estado, 
impone a éste obligaciones jurídicas y no solamente las ya 
consabidas éticas. Por otro lado, su cumplimiento puede ser 
exigido por los restantes Estados que formen parte del siste- 
ma. Asimismo -y esto es lo que quiero subrayar especialmen- 
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te- por lo menos aquí en Uruguay, por el hecho de ratificación 
o adhesión, las normas de un Tratado pasan a formar parte de 
la legislación interna y, por lo tanto, pueden ser exigibles ante 
los estrados judiciales. 


El conjunto de los derechos que se consagran incluye algu- 
nos que representan, inclusive para nuestra legislación, un 
sensible paso adelante porque, además, debido a la ratifica- 
ción de esta Convención el Uruguay se verá obligado a pre- 
sentar un informe cada cinco años ante el Comité que se 
creará, en cumplimiento de la Convención, como forma de 
control. Por Otra parte y como cosa inmediata, dentro de los 
dos años subsiguientes a la ratificación, informará también 
sobre el nivel de cumplimiento de acuerdos establecidos por 
esta Convención. 


Era cuanto quería señalar, en el entendido de que, como 
bien se ha expresado, la historia reciente nos ha demostrado 
qué difícil es verificar el cumplimiento de algunos de los 
derechos consagrados por nuestra legislación, Tenemos como 
ejemplo aquél que dice relación con el hecho de que los niños 
no pueden se separados de sus padres contra su voluntad. Sin 
embargo, hasta hoy tenemos en Uruguay planteadas situacio- 
nes de niños que han desaparecido siendo violentamente sepa- 
rados de sus padres, sobre las que el orden jurídico nacional 
aún no ha podido dar satisfacción. 


Descaba dejar constancia de que no se trata ésta de una 
Convención más que estamos ratificando. 


SEÑOR PEREZ. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR PEREZ. - Como es conocido, esta Convención 
sobre los Derechos del Niño, fue adoptada en Nueva York el 6 
de diciembre de 1989. Ya aprobada por la Cámara de Repre- 
sentantes recientemente, hoy ella ocupa nuestra atención. 


La propia existencia de las Naciones Unidas, desde su 
creación, está vinculada con problemas agudos y dolorosos. 
En tal sentido, no me refiero ahora a los peligros de la guerra 
en el Golfo Pérsico, sino a la situación de mil millones de 
personas que habitan nuestro planeta, que viven bajo condi- 
ciones de máxima pobreza. 


Consideramos sumamente importante el reconocimiento 
que por este documento se hace de los dercchos del niño a la 
vida, a conocer a sus padres, a ser cuidados por ellos, al 
nombre, a la nacionalidad, a expresar sus opiniones, a ser 
escuchados, a la libertad de expresión, a la de pensamiento, a 
disfrutar del más alto nivel de salud, a un nivel de vida ade- 
cuado, a la educación en condiciones de igualdad y oportuni- 
dades, y al descanso. Podemos decir que hay en estos dere- 
chos alguno que es más importante que otro. 


La Convención, además, toma a la familia como el núcleo 
fundamental, en la medida en que establece también los dere- 
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chos de los padres. Pero lo que me parece más importante -y 
en lo que deseo detenerme- es que se fijan obligaciones a los 
Estados Partes para que estos derechos se hagan efectivos. 
Cierto es que ello no es ajeno al ordenamiento jurídico de 
nuestro país, Muy por el contrario; nuestra tradición, avalada 
por las sucesivas Constituciones, ha sido la de ocuparse bas- 
tante de los derechos del niño y de la familia como base del 
funcionamiento de la sociedad. Deseo detenerme en ello, por- 
que no quiero que este aspecto se convierta en letra muerta, 
ya que. por cierto ni los niños ni la sociedad uruguaya lo 
merecen, 


La población en nuestro país crece muy lentamente, lo que 
disminuye el gasto social para atender a niños y jóvenes. No 
obstante, en forma permanente vemos las consecuencias de la 
falta de atención que ellos reciben. 


En varias Legislaturas, como en ésta, el Parlamento se ha 
ocupado de los problemas de la minoridad y si en algo esta- 
mos de acuerdo es en que las causas de ello radican en la 
pobreza creciente. En consecuencia, debemos considerar que 
la escasa proporción de niños uruguayos entre uno y quince 
años, se concentra mayoritariamente en los sectores más po- 
bres de la sociedad. Los niños que nacen en nuestro país lo 
hacen en hogares que en su mayor parte son carenciados, que 
tienen serios problemas de vivienda y con difíciles posibilida- 
des de acceso al mercado laboral, habitando en condiciones de 
hacinamiento y, por lo tanto, de promiscuidad, siendo mal 
alimentados ya desde el vientre materno. 


En el mismo sentido, cabe decir que los servicios de salud 
son absolutamente insuficientes, al igual que las oportunida- 
des educativas. Se da cada vez más en el Uruguay la diferen- 
ciación entre quienes pueden acceder a centros privados de 
atención y quienes deben conformarse con las lamentables 
condiciones ofrecidas por la salud pública que, a pesar de 
todos los esfuerzos que hace la gente vinculada con ella, no 
posee las condiciones materiales mínimas para asegurar una 
atención adecuada. 


Lo mismo sucede, en gran medida, con la enseñanza pú- 
blica, que antes aseguraba igualdad de oportunidades para 
todos los niños y jóvenes, pero que hoy -y también a pesar de 
los esfuerzos de nuestros docentes- no cuenta con elementos 
imprescindibles para impartir una enseñanza acorde con la 
época. Los alumnos que acceden a la enseñanza privada dis- 
ponen de elementos didácticos tan imprescindibles como 
computadoras y videos, mientras que los alumnos de nuestra 
enseñanza pública no cuentan, siquiera, con vidrios en los 
salones de clase, tizas ni borradores. Y esos mismos docentes 
a quienes les entregamos tanta responsabilidad, a la hora de 
ser retribuidos reciben salarios indignos para las tareas que 
deben cumplir. 


De acuerdo con los resultados del censo de 1985, nuestro 
país tiene 3:000,000 de habitantes, con un crecimiento demo- 
gráfico bajísimo: 0.6%, con tendencia decreciente. La propor- 
ción de menores de 14 años disminuye constantemente, lle- 
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gando -según esas cifras- al 27% de la población, mientras 
aumenta el porcentaje de personas mayores de 65 años. 


Desde 1963, emigraron más de 342.000 personas, lo que 
representa más del 10% de la población total. Todos conoce- 
mos los fracasos cada vez mayores de la política económica, 
por lo que no creo que sea éste el momento de reiterar los 
indicadores negativos de los últimos meses. 


Volviendo a los datos del censo de 1985, todos sabemos 
que la situación es más grave hoy. 


El número de mujeres en edad fértil -entre 15 y 49 años- 
es de aproximadamente 697.000 y tienen un promedio de 2.4 
hijos. 


Más de un tercio de los hogares con niños del país pertene- 
cen al primer tramo de ingresos, o sea, a los más pobres, y la 
mitad al segundo y tercer tramo. El 22,1% de los hogares del 
país no pueden satisfacer sus necesidades básicas y en el inte- 
rior, ese porcentaje se eleva al 28.5%. 


Los niños menores de 13 años representan, aproximada- 
mente, el 40% de la población del país que ve sus necesidades 
básicas insatisfechas. Casi la mitad de los nifios uruguayos 
nacen y viven en hogares con problemas de vivienda, hacina- 
miento, abastecimiento insuficiente de agua, servicios sanita- 
rios en situación deficitaria y una educación inadecuada. 


Para sostener nuestras afirmaciones tomamos los datos de 
organismos tan serios como la propia UNICEF y la CEPAL, 
Según esta última, en Montevideo, en 1984, el 42% de los 
niños pertenecía a hogares ubicados por debajo de la línea de 
pobreza -todos sabemos que ésta se define por la incapacidad 
de cubrir el costo de una canasta mínima de alimentos y 
gastos de vivienda, vestimenta y servicios- y otro tercio vive 
en hogares ubicados entre una y dos líneas de pobreza. Dicho 
más claramente, esto significa que 3 de cada 4 niños de Mon- 
tevideo nacen y crecen en hogares ubicados por debajo de la 
línea de pobreza o en una situación parecida. 


No está de más recordar que esta situación se proyecta a su 
vida adulta, El principio de igualdad queda reducido a la letra 
muerta de la ley. Es evidente que esos niños no tendrán las 
mismas posibilidades que otros para acceder a mejores condi- 
ciones de vida en el futuro. 


Las cifras pueden ser monótonas, pero son dolorosas y 
elocuentes. ] 


Según la encuesta de hogares de 1986, los estratos socio- 
económicos pertenecientes al 40% más bajo, percibían el 15% 
del ingreso familiar total, mientras que el 20% más alto perci- 
bía el 47% del mismo. 


En cuanto a la situación alimentaria, casi el 8% de los 
niños nacen con bajo peso -menos de 2.5 kilos- y un 19% con 
peso insuficiente, o sea, con menos de 3 kilos. Esto está direc- 
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tamente vinculado con la situación nutricional de la madre. 
En una muestra de mujeres asistidas por el INDA en el año 
1988, observamos que un 38% padecía de bajo peso. En muje- 
res embarazadas menores de 21 años, ese porcentaje se eleva- 
ba al 54%, lo que constituye prueba fehaciente de las caren- 
cias en la alimentación, 


En ese mismo año, una publicación realizada por el Minis- 
terio de Salud Pública con el auspicio de la Organización 
Panamericana de la Salud dio a conocer un trabajo del Depar- 
tamento de Nutrición, que demostró que el 30% de las fami- 
lías asistidas en el Ministerio tenían un consumo deficitario de 
calorías y nutrientes y el 36% de los niños menores de 5 años 
estaban desnutridos. Es decir que 1 de cada 3 niños padece 
desnutrición. Por otro lado, el 36% de los niños menores de $ 
años tenía retraso en el crecimiento. 


Las cifras también nos muestran la desigualdad de oportu- 
nidades según el sector social. De los niños asistidos en el 
Ministerio de Salud Pública, el 63% nace con un peso inferior 
a los 3 kilos, mientras ese porcentaje se reduce al 22% con 
respecto a los niños atendidos en el mutualismo, es decir, que 
el retraso en el peso al nacer es dos veces menor. Entre los 
niños asistidos en el Ministerio de Salud Pública, el 30% pesa 
menos de 2.5 kilos, y entre los atendidos por el mutualismo, el 
porcentaje es mayor. 


No debemos perder de vista estos datos promediales; pero 
si nos detenemos en algún barrio carenciado en especial, los 
índices deficitarios aumentan alarmantemente. 


En el Uruguay nacen, actualmente, 50.000 niños. La tasa 
de mortalidad infantil muestra un claro descenso, situándose 
en alrededor del 20 por mil nacidos vivos. Justo es hacer notar 
que es una de las más bajas de América Latina, pero el pro- 
blema es que la mortandad infantil se concentra, sobre todo, 
en los grupos sociales más pobres. Las cifras muestran que la 
tasa de mortalidad infantil entre quienes se atienden en Salud 
Pública es aproximadamente 4.5 veces mayor que la que afec- 
ta a quienes se atienden en el mutualismo. Los niños cuyas 
madres no tienen instrucción y son atendidos en el Ministerio, 
sufren una mortandad del 50 por mil nacidos; mientras la tasa 
de niños de madres con instrucción secundaria, atendidos por 
el mutualismo, es del 10 por mil. 


En cuanto a la situación educacional a nivel preescolar, el 
número de niños entre 2 y 5 años que quedan fuera del siste- 
ma formal es de aproximadamente 150.000. Los niños en 
edad escolar están todos matriculados, es decir, 354.177; pero 
el aprovechamiento es desigual. En 1987 el 21% de los niños 
repitió el primer año, sobre todo, entre los más pobres. En este 
sentido los niveles aumentan a medida que disminuyen los 
ingresos del hogar. 


No menos grave es la situación del niño con respecto al 
trabajo. En 1985, 3.477 niños de 12 a 13 años y 92.000 entre 
14 y 16 años trabajaban formalmente, sobre todo, en la agri- 
cultura, la pesca, servicios personales, gráficos, mecánicos, 
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textiles y carpinteros. Asimismo, casi 15.000 niños nacen fue- 
ra del matrimonio, lo que hace suponer que su situación de 
desprotección es mayor. 


La masiva incorporación de la mujer al mercado labora] en 
los últimos veinte años, aumentando de un 28% a un 45% en 
el año 1985, está motivada fundamentalmente por el deterioro 
del salario real y por la disminución del ingreso familiar. A 
ella, precisamente, no le están reservados los mejores trabajos 


.ni las mejores remuneraciones. Un 14% de los hogares con 


niños tiene a la mujer como único sustento del hogar, La 
pobreza en nuestro país está asociada a la condición de fami- 
lia con jefes jóvenes, menores de treinta años, con hijos y con 
la jefatura del hogar a cargo de mujeres. 


Los nacimientos producidos fuera del hogar constituyen el 
26%, sobre todo en mujeres adolescentes y el 47% en el grupo 
de 15 a 19 años. 


Cabe preguntarse cuál es la conclusión de todos estos da- 
tos reveladores de la familia uruguaya al día de hoy frente a la 
ratificación de esta Convención que, sin duda, debe ser apro- 
bada, pcro con el compromiso ineludible de hacer cumplir sus 
preceptos partiendo del propio texto de la Convención. Prácti- 
camente todos los artículos comienzan con “Los Estados Par- 
te”. El Estado uruguayo, entonces, deberá instrumentar los 
mecanismos para que las cifras que dolorosamente hemos 
mencionado sean modificadas en el más breve lapso posible. 
Todo depende de la opción económica que se realice. Cuánto 
más permitiremos que lo invertido en servicios de la deuda 
duplique largamente lo destinado a salud pública y educación. 


Espero que podamos cumplir con el artículo 44 que esta- 
blece que los Estados Parte se comprometen a presentar al 
Comité, por conducto del Secretario General de las Naciones 
Unidas, informes sobre las medidas que hayan adoptado para 
dar efecto a los derechos reconocidos en la Convención y 
sobre el progreso que hayan tenido en cuanto al goce de esos 
derechos. 


Nada más, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor Santoro. 


SEÑOR SANTORO. - En forma breve deseamos manifes- 
tar algunas palabras en esta oportunidad en que el Senado se 
dispone a aprobar la Convención sobre los derechos del niño, 
tema que naturalmente tiene una trascendencia especial y que 
por razones que todos conocemos no va a contar con el tiem- 
po necesario para una amplia consideración, Existe la necesi- 
dad de proceder a su aprobación a efectos de que la ratifica- 
ción consiguiente se haya concretado cuando el señor Presi- 
dente de la República asista a las Naciones Unidas dentro de 
pocos días. 


Por otro lado, deseamos señalar en forma muy rápida algo 
que creemos es de fundamental trascendencia. En el Capítulo 
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I de esta Convención se establece que para los efectos de la 
presente Convención se entiende por niño todo ser humano 
menor de 18 años de edad, salvo que, en virtud de la ley que 
le sea aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad. En 
ese sentido, consideramos que esta definición de niño no con- 
dice en forma precisa y adecuada con el concepto que, inclu- 
sive en nuestra legislación, se tiene con respecto al niño. Esti- 
mamos de interés señalar en el seno del Senado las manifesta- 
ciones que al respecto formulara en la Cámara de Represen- 
tantes, cuando se analizó esta Convención, el señor represen- 
tante Palomeque. En esa oportunidad, expresó que a su enten- 
der no era ortodoxa la definición de niño “como todo ser 
humano menor de 13 años”. Además, señalaba: “Entiendo que 
no coincide con el sentido común, ni con la definición un 
poco más técnica que aparece en la Gramática de la Real 
Academia Española, así como tampoco coincide con la tradi- 
ción pedagógica proveniente de Grecia, ni tampoco con la 
taxonomía científica a que han arribado la antropología mo- 
derna y sus disciplinas auxiliares. Por la definición antedicha, 
el término “niño” involucra la infancia, la preadolescencia, Cu- 
briendo bajo una misma denominación etapas evolutivas que, 
por lo menos en el aspecto lógico, contienen instancias tan 
marcadamente diferentes como las de las operaciones concre- 
tas y las de las operaciones formales que estudiara Piaget”. 


A través de estas manifestaciones que acabamos de leer se 
brinda una visión exacta, en nuestro concepto, con respecto a 
lo que debe ser considerado niño y a lo que en la Convención 
es manejado con mucha amplitud, saltando etapas que inte- 
gran esos 18 años que aquí se toman como límite para alcan- 
zar la definición de niño que nosotros estimamos no está rela- 
cionada con la realidad, con la técnica ni con las distintas 
ciencias que al respecto estudian la conformación y evolución 
del niño en general. 


(Ocupa la Presidencia el señor senador Astori) 


-Por otra parte, deseamos manifestar que la Convención 
tampoco maneja a través de sus distintas disposiciones los 
conceptos que en forma tan precisa y con tanta pulcritud con- 
tiene la ley de legitimación adoptiva original, la N* 10.674 de 
1945. En dicha ley, el doctor Echegoyen pudo incorporar, 
fundamentalmente de la legislación francesa, un conjunto de 
conceptos y definiciones respecto a la necesidad de que cel 
niño abandonado por su familia natural encontrara la adecua- 
da atención de la familia que procedía a legitimarlo. Conside- 
ramos que en esta Convención no se alcanza esa disposición 
aunque, naturalmente, contiene otras relativas a la adopción. 


Otra precisión que queremos señalar es que esta Conven- 
ción establece en el artículo 38, apartado 3% que los Estados 
Parte se abstendrán de reclutar en las Fuerzas Armadas a las 
personas que no hayan cumplido 15 años de edad. Asimismo 
establece que si reclutan personas que hayan cumplido 15 
años pero que sean menores de 18, los Estados Parte procura- 
rán dar prioridad a los de más edad. Naturalmente, estas nor- 
mas superan las posibilidades de que puedan ser comprendi- 
das en nuestro país y admitidas por nuestra legislación. Ade- 
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más, es necesario tener en cuenta que esta Convención, una 
vez ratificada, será ley del Uruguay. 


Pensamos que esta referencia de tomar los 15 años como 
edad útil para que las personas sean reclutadas para cumplir 
servicios en las Fuerzas Armadas no coincide con nuestra 
conformación, con nuestra manera de ser y con lo que, gene- 
ralmente, hemos manejado durante tantos años con respecto a 
los niños en nuestro país. 


En oportunidad de considerarse este tema en la Cámara de 
Representantes, el señor representante Ferreira, en su calidad 
de miembro informante, señaló que en lo atinente al artículo 
38, párrafos 2 y 3, el Poder Ejecutivo ha manifestado su vo- 
luntad, en oportunidad de realizar el depósito del instrumento 
de ratificación, una declaración en la que, teniendo en cuenta 
el orden jurídico uruguayo, se exprese que hubiera sido desea- 
ble que se establecieran los 18 años como edad límite para la 
no participación directa en las hostilidades, en caso de con- 
flicto armado, en lugar de los 15 años fijados en la Conven- 
ción, 


Tenemos esperanza de que tal hecho ocurra, porque real- 
mente esta norma que está incluida en el artículo 38 no se 
compadece con lo que ha sido tradicional en la conformación 
de nuestra legislación en lo que tiene que ver con el concepto 
de niño y de qué manera ese concepto puede amparar al joven 
cuando alcanza determinada edad. Es decir que acá no sola- 
mente se establece la condición de niño hasta los 18 años, 
sino que también se admite que a partir de los 15 puede ser 
reclutado para cumplir servicios en las Fuerzas Armadas. 


Con estas precisiones damos por terminada nuestra inter- 
vención. Estimamos que debíamos formular estas referencias 
porque este conjunto de normas que vamos a aprobar van a 
pasar a ser ley de la Nación. No debemos olvidar que nuestro 
país, desde comienzos del siglo, ha manifestado una perma- 
nente preocupación por la legislación en materia de la niñez. 
Por ello, consideramos necesario realizar estas precisiones, 
para adecuar esta Convención a la realidad de nuestra legisla- 
ción, que tuvo avances tan importantes como los contenidos 
en el Código del Niño que fue aprobado en 1934. Al hacer 
esta mención, queremos rendir homenaje al espíritu altamente 
formidable, en lo que hace a la defensa y a la protección de la 
niñez, del doctor Roberto Berro, uno de los pilares fundamen- 
tales de esc cuerpo normativo de 1934 que se conoce con la 
designación de Código del Niño. 


Nada más. 
SEÑOR ARANA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cr. Danilo Astori). - Tiene la pa- 
labra el señor senador. 


SEÑOR ARANA. - Señor Presidente: queremos manifes- 
tar que adherimos fervorosamente a esta Convención Sobre 
los Derechos del Niño, adoptada a fines del año pasado en la 
ciudad de Nueva York. 
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Queremos hacer mención a algunos aspectos en ella con- 
signados. 


En esta Convención se establecen los derechos que asisten 
al niño -a la minoridad en general- así como también a los 
padres y a la familia, en la medida en que conforman el grupo 
y el medio fundamental para el crecimiento requerido. 


El reconocimiento, pues, de la protección de la niñez, de 
la juventud y de la familia, nos parecen elementos sustancia- 
les que están presentes en esta Convención y que, reiteramos, 
apoyamos en forma decidida y nítida. 


Queremos recordar, también, algunos artículos que ya han 
sido mencionados al principio de esta sesión, como el recono- 
cimiento al derecho a la vida, contenido en el párrafo 1 del 
artículo 6%, aspecto sustancial en esta latinoamérica que nos 
ha tocado vivir, y que es una forma de alentarnos para que no 
vuelvan a reiterarse situaciones como las que nos ha tocado 
vivir y que incluso quisiéramos, de alguna manera, contribuir 
a esclarecer. 


También se establece el derecho del niño de conocer a sus 
padres y a ser cuidado por ellos. Esto no es poca cosa, señor 
Presidente, y me parece muy bien que se ratifique en forma 
expresa en nuestro país. 


Otros conceptos contenidos son los que figuran en los ar- 
tículos 7*, párrafo 1 y 16, párrafo 1, así como el derecho a no 
ser separado de sus padres contra la voluntad de estos (artícu- 
lo 9%, párrafo 1) y a estar en contacto personal y directo con 
ellos en forma regular; el derecho a la libertad de expresión 
-recordemos que la definición de niño se extiende, de confor- 
midad con este convenio, hasta los 18 años- el derecho a la 
libertad de pensamiento, de conciencia y de religión, que tan 
trascendentes nos parecen. Es importante que el Senado se 
pronuncie en forma unánime en este sentido frente a tanta 
intolerancia, como se ha expresado en estas últimas horas, por 
parte de gente que no parece comprender que los uruguayos, 
colectivamente, queremos vivir en una sociedad donde exista 
el respeto mutuo y la tolerancia, tal como establece claramen- 
te nuestra propia Constitución. 


La Convención también hace referencia al desecho a la 
educación en condiciones de igualdad de oportunidades. To- 
dos sabemos hasta qué punto, incluso en la situación de nues- 
tra democracia actual, es tan difícil lograr esto. 


Asimismo, se hace referencia a un aspecto quizá menos 
acuciante o que tiene menos dramatismo, como es el derecho 
que le asiste al esparcimiento, al descanso y a las actividades 
recreativas, siempre necesarias para la formación intelectual y 
para lograr la plenitud como persona. 


Finalmente, queremos subrayar lo que establecen los ar- 
tículos 22 y 23, cuando se refieren a los cuidados especiales a 
prestar al nifio impedido mental y físicamente, así como al 
apoyo a quienes lo cuidan, a los efectos de poder disfrutar de 
una vida plena y decente, acorde con su dignidad. 
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Este también es un desafío importante en momentos en 
que, debido a la situación económica del país, no siempre se 
ha podido facilitar instrumentos que aseguren plenamente este 
tipo de derecho. Consideramos conveniente que esto quede 
consignado, porque es un compromiso que se asume frente a 
la colectividad internacional y reafirma lo que la propia Cons- 
titución y el sentimiento mayoritario del país reclaman, o sea, 
iguales oportunidades para la formación de aquellos niños que 
están limitados en sus posibilidades físicas o mentales. 


En forma especial queremos apoyar muy particularmente 
lo que establecen los artículos 33, 34 y 35 en lo que tiene que 
ver con el uso ilícito de los estupefacientes y con impedir que 
se utilice a niños en la producción y el tráfico ilícitos de esas 
sustancias; la protección contra todas las formas de explota- 
ción y abuso sexuales y la necesidad de impedir la interven- 
ción del niño en espectáculos o materiales pornográficos. 
También se establece la necesidad de adoptar medidas para 
impedir el secuestro, la venta o la trata de niños, tal como lo 
hemos podido consignar en épocas recientes en nuestro país, y 
conocido por la opinión pública. 


Más allá de lo declarativo, es importante asumir, con crite- 
rio colectivo y responsable, el desafío que implica la aproba- 
ción de este convenio, responsabilidad de las autoridades de 
nuestro país pero, además, de todos y cada uno de los que 
participamos en los poderes del Estado, cualesquiera sean los 
perfiles u opciones políticas o ideológicas que mantengamos. 
Esa responsabilidad entendemos que pasa a ser tanto más im- 
portante debido a la constante degradación económica en 
nuestra República, que golpea a un núcleo altísimo de la fami- 
lia uruguaya y que tiene repercusiones sociales. Son alarman- 
tes las últimas verificaciones de datos, que nos enfrentan a 
una realidad que golpea duramente a quienes de alguna forma 
tenemos responsabilidades de Gobierno en el país, más allá, 
reitero, de nuestras posiciones filosóficas. Por cierto, esa si- 
tuación vulnera la plenitud de los derechos que deberían asis- 
tir a padres y niños. 


Creo, entonces, que es buena cosa que, tal como supone- 
mos, esta Convención cuente con un amplio apoyo de este 
Cuerpo, lo que significará un paso adelante en esta afirmación 
de derechos colectivos por parte de una minoridad que en 
nuestro país debe ser asistida por toda esta gama de derechos 
que seguramente serán refrendados en esta oportunidad. 

Era cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cr. Danilo Astori). - Si no se hace 
uso de la palabra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 


-22 cn 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular, 
Léase el artículo único. 


(Se lce:) 
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“ARTICULO UNICO. - Apruébase ta Convención sobre 
los Derechos del Niño, adoptada en la ciudad de Nueva York, 
el día 6 de diciembre de 1989”. 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD, 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará al 
Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


11) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE (Cr. Danilo Astori). - No habiendo 
más asuntos para tratar, se levanta la sesión. 
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(Así se hace, siendo la hora 18 y 31 minutos, presidiendo 
el señor senador Astori y estando presentes los señores 
senadores Abadie, Arana, Araújo, Batalla, Belvisi, Bianchi, 
Blanco, Cadenas Boix, Cassina, Cigliuti, de Fuentes, Gar- 
gano, Irurtia, Korzeniak, Pereyra, Pérez, Raffo, Ricaldoni, 
Santoro, Silveira Zavala y Zumarán). 
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